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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
PRIMERA SALA 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 172/2025 (11a.) 
 
ABORTO POR VIOLACIÓN SEXUAL. LAS NORMAS QUE PREVÉN CONDICIONANTES PARA QUE NO SEA 
SANCIONABLE TRANSGREDEN EL DERECHO A LA SALUD Y A LA IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN DE LAS 
MUJERES. 
 
Hechos: Una adolescente acudió al Ministerio Público a denunciar el delito de violación sexual y solicitó que 
se interrumpiera el embarazo que fue producto de este acto de violencia. Sin embargo, la Fiscalía negó la 
autorización en tres ocasiones, bajo el argumento de que la adolescente presentó su denuncia al día siguiente 
de enterarse que estaba embarazada y que la prueba psicológica que se le practicó concluyó que "no 
presentaba miedo al varón". 
 
La autoridad ministerial sustentó su decisión en el artículo 158, fracción II, del Código Penal para el Estado de 
Hidalgo (en su texto anterior a la reforma publicada en el Periódico Oficial del Estado el seis de julio de dos 
mil veintiuno), el cual exige, entre otras cuestiones, que la mujer denuncie el hecho antes de conocer que está 
embarazada y que el delito se encuentre acreditado al momento de emitir la autorización. 
 
Inconforme con la negativa, la adolescente promovió un juicio de amparo indirecto en el que reclamó la norma 
por inconstitucional. El Juez de Distrito negó el amparo, bajo el argumento de que el derecho a la vida se 
protege de forma absoluta desde el momento de la concepción. En desacuerdo, la adolescente interpuso un 
recurso de revisión, mismo que fue remitido por el Tribunal Colegiado a esta Suprema Corte para conocer del 
referido planteamiento de constitucionalidad. 
 
La Primera Sala concluyó que la norma reclamada era inconstitucional por vulnerar los derechos a la salud y a 
la igualdad y no discriminación, al imponer requisitos injustificados que impiden que las mujeres víctimas de 
violencia sexual accedan a los servicios de aborto seguro, a partir de expectativas sobre la forma en la que 
deben comportarse y la credibilidad que se le debe dar a su dicho. 
 
Criterio jurídico: Son inconstitucionales las normas penales que condicionan el acceso a la interrupción del 
embarazo en casos de violación sexual a que la mujer denuncie el hecho antes de conocer que estaba 
embarazada, que el procedimiento se practique dentro de los primeros noventa días de gestación o que el 
Ministerio Público lo autorice después de que se acredite el delito, pues tales requisitos constituyen barreras 
injustificadas que vulneran los derechos a la salud, a la igualdad y a la no discriminación. 
 
Justificación: El derecho a la salud incluye aspectos físicos, emocionales y sociales, por lo que para garantizarlo 
se deben adoptar medidas para que la interrupción del embarazo sea posible, disponible, segura y accesible. 
Esto es así pues el embarazo puede suponer riesgos a la salud de la mujer o persona con capacidad de gestar, 
por lo que su interrupción puede promover, preservar o restaurar la salud de la persona embarazada, incluida 
la consecución de un estado de bienestar físico, mental y social. Por esta razón, las instituciones públicas 
deben abstenerse de obstaculizar el acceso oportuno a estos servicios. 
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La interrupción del embarazo es un tema que afecta de manera directa, severa y tangible a la mujer, por lo 
que cualquier variación en la forma en la que se regule este servicio de salud debe estar justificada, de lo 
contrario, se podría entender como una restricción arbitraria al acceso a los derechos humanos de la mujer y, 
por lo tanto, violatoria al derecho a la igualdad. 
 
En ese sentido, las normas que condicionan el acceso al aborto después de una violación resultan 
discriminatorias cuando cuestionan la credibilidad del testimonio de la víctima o se basan en expectativas 
sobre su comportamiento previo o posterior a la denuncia, así como sobre la forma en que debe procesar el 
trauma. 
 
Esto ocurre cuando se exige que acudan inmediatamente al Ministerio Público sin esperar a conocer del 
embarazo, que el dicho de la víctima sea corroborado por la autoridad para que autorice la interrupción del 
embarazo y que se comporten con aflicción, miedo o angustia hacia la situación o hacia su agresor. 
 
En conclusión, cuando las mujeres solicitan servicios específicos relacionados con su salud reproductiva, como 
la interrupción del embarazo por violación, la negación de dichos servicios y las barreras que restringen o 
limitan su acceso a partir de expectativas sobre la forma en la que deben comportarse las víctimas y la 
credibilidad que se le debe dar a su dicho, constituyen actos de discriminación y una violación a los derechos 
a la igualdad ante la ley y a la salud. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 45/2018. 23 de febrero de 2022. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien está con el sentido, pero en contra de consideraciones, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: Irlanda Denisse Ávalos Núñez. 
 
Tesis de jurisprudencia 172/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de trece 
de agosto de dos mil veinticinco. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de agosto de 2025 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 01 de septiembre de 2025, para los efectos previstos en 
el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



  
 

    
   
   
 
 

 
Rectoría 

Dirección de Asuntos Jurídicos 
Jefatura de Asuntos Constitucionales y Normativa Universitaria 

 
250 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 
PRIMERA SALA 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 170/2025 (11a.) 
 
ABORTO POR VIOLACIÓN SEXUAL. NEGAR O CONDICIONAR EL ACCESO A LA INTERRUPCIÓN LEGAL DEL 
EMBARAZO DERIVADO DE UNA VIOLACIÓN SEXUAL CONSTITUYE UNA FORMA DE TORTURA, TRATOS 
CRUELES, INHUMANOS O DEGRADANTES. 
 
Hechos: Una adolescente acudió al Ministerio Público a denunciar el delito de violación sexual y solicitó que 
se interrumpiera el embarazo que fue producto de este acto de violencia. Sin embargo, la Fiscalía negó la 
autorización en tres ocasiones, bajo el argumento de que la adolescente presentó su denuncia al día siguiente 
de enterarse que estaba embarazada y que la prueba psicológica que se le practicó concluyó que "no 
presentaba miedo al varón". 
 
La autoridad ministerial sustentó su decisión en el artículo 158, fracción II, del Código Penal para el Estado de 
Hidalgo (en su texto anterior a la reforma publicada en el Periódico Oficial del Estado el 6 de julio de 2021), el 
cual exige, entre otras cuestiones, que la mujer denuncie el hecho antes de conocer que está embarazada y 
que el delito se encuentre acreditado al momento de emitir la autorización. 
 
Inconforme con la negativa, la adolescente promovió un juicio de amparo indirecto en el que reclamó la norma 
por inconstitucional. El Juez de Distrito negó el amparo, bajo el argumento de que el derecho a la vida se 
protege de forma absoluta desde el momento de la concepción. En desacuerdo, la adolescente interpuso un 
recurso de revisión, mismo que fue remitido por el Tribunal Colegiado a la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación para conocer del referido planteamiento de constitucionalidad. 
 
La Primera Sala concluyó que la norma reclamada era inconstitucional porque obligaba a las mujeres a 
continuar con un embarazo a pesar de derivar de una violación sexual lo que constituía una forma de tortura 
y malos tratos. 
 
Criterio jurídico: La prohibición de la interrupción legal del embarazo, producto de una violación sexual, o su 
condicionamiento a la interposición de una denuncia a un tiempo limitado o a cualquier otro requisito, 
constituye una forma de tortura y de tratos crueles, inhumanos o degradantes, al generar daños y sufrimientos 
graves a las mujeres víctimas, ya que extiende los efectos del delito y las obliga a mantener un embarazo no 
deseado producto de un hecho traumático. 
 
Justificación: Conforme a la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes, la tortura es todo acto por medio del cual un funcionario público u otra persona a instigación 
suya inflige intencionalmente a una persona penas o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, con el 
fin de obtener de ella o de un tercero, información o una confesión, de castigarla por un acto que haya 
cometido o para intimidarla. 
 
En ese sentido, por las graves consecuencias físicas y psicológicas que genera, en determinadas situaciones, 
la violación sexual también puede constituir una forma de tortura. Al respecto, la Corte Interamericana de 
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Derechos Humanos ha señalado que la violación sexual es una experiencia sumamente traumática que deja a 
la víctima humillada física y emocionalmente, situación que es difícil de superar por el paso del tiempo. 
 
El Relator Especial sobre la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes también ha 
señalado que la existencia de leyes que prohíben el aborto en caso de violación sexual vulneran el derecho de 
las mujeres a no ser sometidas a tortura o malos tratos, pues les niegan el acceso a un aborto seguro y las 
someten a actitudes humillantes y sentenciosas en esas situaciones de extrema vulnerabilidad, en las que es 
esencial acceder inmediatamente a la asistencia sanitaria. 
 
Por lo tanto, la negativa de la interrupción del embarazo, consecuencia de una violación sexual, constituye 
una violación grave a los derechos de la mujer, al extender el daño físico y psicológico que sufre como víctima 
del acto delictivo. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 45/2018. 23 de febrero de 2022. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien está con el sentido, pero en contra de consideraciones, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: Irlanda Denisse Ávalos Núñez. 
 
Tesis de jurisprudencia 170/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de trece 
de agosto de dos mil veinticinco. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de agosto de 2025 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 01 de septiembre de 2025, para los efectos previstos en 
el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
PRIMERA SALA 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 232/2025 (11a.) 
 
ABORTO VOLUNTARIO. LA SANCIÓN PARA EL PERSONAL DE SALUD QUE LO PROCURE ES 
INCONSTITUCIONAL. 
 
Hechos: Una asociación civil, cuyo objeto social es la promoción y defensa de los derechos sexuales y 
reproductivos de las mujeres, promovió un juicio de amparo indirecto en el que señaló que el sistema jurídico 
que regula el delito de aborto en el Código Penal Federal es inconstitucional por atentar contra los derechos 
al libre desarrollo de la personalidad, a la salud, a la igualdad y no discriminación y a la autonomía reproductiva 
de este grupo. 
 
El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio de amparo, ya que consideró que la asociación civil carecía de interés 
legítimo. El Tribunal Colegiado revocó el sobreseimiento al reconocer que la asociación quejosa sí contaba con 
interés para controvertir las normas impugnadas, ya que la defensa de los derechos reproductivos formaba 
parte de su objeto social, por lo que reservó jurisdicción a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para que 
analizara la constitucionalidad del sistema normativo. 
 
Criterio jurídico: Son inconstitucionales las normas penales que contemplan que, además de la pena de 
prisión, deberá suspenderse temporalmente del ejercicio profesional al personal médico y a las comadronas 
o parteras que asistan o acompañen un aborto voluntario. Esta sanción constituye un acto discriminatorio en 
su contra, al estigmatizar su labor por atentar contra un determinado modelo de valores sociales y morales, 
lo que, a su vez, genera un efecto inhibidor que impacta directamente en el derecho de las mujeres a acceder 
a un servicio de salud aceptable, disponible y de calidad. 
 
Justificación: Conforme a los derechos de igualdad y no discriminación, el Estado está obligado a evitar que 
las personas que prestan servicios de interrupción del embarazo sufran cualquier tipo de acoso, intimidación, 
discriminación, estigmatización y criminalización. Por lo tanto, debe evitarse que se le someta a 
investigaciones y procesos judiciales por desempeñar esta labor. 
 
En ese sentido, la sanción que impone la suspensión temporal en el ejercicio de la profesión de quienes 
procuran un aborto con el consentimiento de la mujer contribuye a la menor disponibilidad de proveedores 
de servicios de aborto capacitados y dispuestos para realizarlo, así como a la falta de oferta educativa para la 
capacitación técnica y sensible del personal de salud. 
 
El temor del personal de salud a ser perseguido penalmente se configura como un obstáculo para el acceso 
de las mujeres a este servicio médico, lo que incluso puede llevar a una reticencia a practicar la interrupción 
del embarazo, aun en casos de violación sexual o en que la mujer se encuentre en grave peligro de muerte. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 267/2023. 6 de septiembre de 2023. Cinco votos de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat y los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo 
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Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se separó de los párrafos ciento tres y ciento dieciséis a ciento 
treinta y formuló voto concurrente y aclaratorio. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: Irlanda Denisse Ávalos 
Núñez. 
 
Tesis de jurisprudencia 232/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de trece 
de agosto de dos mil veinticinco. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de agosto de 2025 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 01 de septiembre de 2025, para los efectos previstos en 
el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
PRIMERA SALA 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 231/2025 (11a.) 
 
ABORTO VOLUNTARIO. LESIONA LOS DERECHOS DE LAS MUJERES AL FINCARSE EN ESTEREOTIPOS DE 
GÉNERO FÁCILMENTE DETECTABLES, INCLUSO, EN LAS SUPUESTAS ATENUANTES (CÓDIGO PENAL FEDERAL). 
 
Hechos: Una asociación civil, cuyo objeto social es la promoción y defensa de los derechos sexuales y 
reproductivos de las mujeres, promovió un juicio de amparo indirecto en el que señaló que el sistema jurídico 
que regula el delito de aborto en el Código Penal Federal es inconstitucional por atentar contra los derechos 
al libre desarrollo de la personalidad, a la salud, a la igualdad y no discriminación y a la autonomía reproductiva 
de este grupo. 
 
El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio de amparo, ya que consideró que la asociación civil carecía de interés 
legítimo. El Tribunal Colegiado revocó el sobreseimiento al reconocer que la asociación quejosa sí contaba con 
interés para controvertir las normas impugnadas, ya que la defensa de los derechos reproductivos formaba 
parte de su objeto social, por lo que reservó jurisdicción a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para que 
analizara la constitucionalidad del sistema normativo. 
 
Criterio jurídico: El delito de aborto consentido y autoprocurado previsto en el Código Penal Federal se 
sustenta en estereotipos de género, al asignar a la mujer el rol de madre como un destino y no como una 
acción que debe ejercerse con plenitud. Incluso, las normas que establecen una condena menor para las 
mujeres que interrumpen voluntariamente su embarazo también se basan en estereotipos de género sobre 
su comportamiento sexual, al señalar que estará en esta supuesta atenuante aquella mujer que: a) no tenga 
mala fama; b) que haya logrado ocultar el embarazo; y, c) que éste sea fruto de una unión ilegítima. Estos 
requisitos se basan en un modelo determinado de moral o virtud anacrónico, así como en creencias 
preconcebidas o mitos en lugar de hechos, lo que transgrede su derecho a la igualdad y no discriminación. 
 
Justificación: Los estereotipos de género se refieren a una preconcepción de atributos o características 
poseídas o papeles que son o deberían ser ejecutados por hombres y mujeres, respectivamente. 
 
De esta manera, son inconstitucionales las normas que criminalizan de manera absoluta el aborto consentido 
o autoprocurado, por imponer la maternidad como un destino y no como una acción que deriva de una 
decisión voluntaria. 
 
De igual manera, son inconstitucionales las normas que pretenden regular el comportamiento sexual de las 
mujeres conforme a un modelo determinado de moral o virtud, según el cual estará mayormente justificada 
su decisión de interrumpir el embarazo, atendiendo a si ha tenido buena fama o si el embarazo es producto 
de una relación extramarital, que la haya llevado a ocultarlo. 
 
En efecto, el requisito de tener buena fama sugiere que la mujer debe cumplir con ciertos estándares de 
moralidad y virtud durante toda su vida, los cuales apelan al estereotipo de que debe ser buena, recatada, 
sumisa, dócil, frágil, emocional, dependiente y complaciente. 
 



  
 

    
   
   
 
 

 
Rectoría 

Dirección de Asuntos Jurídicos 
Jefatura de Asuntos Constitucionales y Normativa Universitaria 

 
255 

Por su parte, el requisito de que el embarazo haya sido producto de una unión ilegítima para poder acceder a 
una condena menor refleja la idea de que sólo aquellos embarazos surgidos de una relación matrimonial son 
considerados legítimos y aceptables, por lo que un embarazo fuera del matrimonio es considerado inmoral, 
inapropiado, vergonzoso o inaceptable, de tal manera que debe ser interrumpido a fin de no perjudicar la 
imagen y el honor del padre biológico. 
 
Finalmente, requerir que la mujer haya logrado ocultar su embarazo para acceder a una penalidad menor 
refuerza la presión social que suele recaer sobre ella, especialmente si no está casada o si el embarazo es 
considerado inapropiado según su contexto social y cultural, por lo que se espera que mantenga su proceso 
de gestación en secreto para evitar la desaprobación o el escrutinio social. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 267/2023. 6 de septiembre de 2023. Cinco votos de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat y los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se separó de los párrafos ciento tres y ciento dieciséis a ciento 
treinta y formuló voto concurrente y aclaratorio. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: Irlanda Denisse Ávalos 
Núñez. 
 
Tesis de jurisprudencia 231/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de trece 
de agosto de dos mil veinticinco. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de agosto de 2025 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 01 de septiembre de 2025, para los efectos previstos en 
el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
PRIMERA SALA 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 239/2025 (11a.) 
 
DAÑO MORAL. ELEMENTOS QUE PUEDEN CONSIDERARSE PARA SU CUANTIFICACIÓN. 
  
Hechos: Una doctora, que buscaba estudiar su especialidad en la Universidad del Ejército y Fuerza Aérea, 
publicó diversas notas periodísticas en las que atribuyó al rector de ese centro educativo algunos actos de 
corrupción, consistentes en haberle solicitado distintas cantidades de dinero para permitir su ingreso a la 
especialidad. Por esa razón, el rector demandó a la doctora el pago de una indemnización por daño moral, 
pues consideró vulnerado su derecho al honor. 
 
En primera instancia, se condenó a la doctora y en apelación se modificó esa resolución para incrementar el 
monto de la indemnización. La Sala Civil consideró que, mientras las declaraciones efectuadas a través de las 
notas periodísticas que perjudicaron el honor del afectado no sean objeto de retractación o desmentidas 
mediante la publicación de un extracto de la sentencia, subsisten de manera continua las afectaciones en el 
patrimonio moral de la víctima. 
 
Por lo cual, estableció que, para determinar el monto de la indemnización, era viable tomar en cuenta el 
periodo de tiempo comprendido entre la publicación de las notas periodísticas que ocasionaron el daño y el 
dictado de la sentencia en la que se ordene la publicación de un extracto que permita al público en general 
revalorar la percepción de la víctima. 
 
Inconforme, la doctora promovió un juicio de amparo directo, en el que planteó que esa interpretación era 
incorrecta, porque no había ninguna disposición de la que pudiera desprenderse que el daño fuera continuo 
y que, por lo tanto, para cuantificar la indemnización debía tomarse en cuenta ese periodo. El Tribunal 
Colegiado de Circuito le negó el amparo. 
 
Por esa razón, la doctora interpuso un recurso de revisión. Al resolverlo, la Primera Sala de la Suprema Corte 
revocó la resolución del Tribunal Colegiado y le ordenó que emitiera una nueva en la que no tomara en cuenta 
dicha temporalidad para cuantificar la indemnización. 
 
Criterio jurídico: Para cuantificar el monto de la condena por daño moral, las personas juzgadoras sólo pueden 
valorar aquellos elementos que se dirijan a compensar las afectaciones producidas por el hecho ilícito 
reclamado, tales como: 1) el grado de responsabilidad de la persona demandada; 2) los derechos lesionados; 
3) la situación económica de la persona responsable; 4) la situación económica de la víctima; y 5) los demás 
elementos o circunstancias que estén presentes en cada caso. Por lo cual, no es factible considerar para ello 
el tiempo transcurrido entre el hecho generador del daño y la publicación de un extracto de la sentencia que 
lo declare, pues esta última no busca resarcir las afectaciones monetarias de la víctima, sino su revaloración 
ante la sociedad. 
 
Justificación: El daño moral se refiere a la afectación provocada por un hecho ilícito en los intereses no 
patrimoniales o espirituales de una persona, como son las angustias, las aflicciones o las humillaciones. En ese 
sentido, a diferencia de lo que ocurre con el daño material, en donde es matemáticamente viable apreciar el 
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menoscabo en el patrimonio, en el daño moral esto no es posible, pues se trata de la afectación ocasionada 
en las emociones o en los sentimientos. 
 
Es por ello, que para determinar el monto que debe pagarse por concepto de daño moral, el legislativo 
estableció que la persona juzgadora debe realizar esa cuantificación con base en ciertos factores o guías, a 
partir de la valoración de cada caso en concreto. Estos factores, son indicativos y no exhaustivos, por lo que 
las autoridades judiciales pueden acudir a otros elementos adicionales, siempre y cuando sean pertinentes 
para reparar adecuadamente el daño. 
 
Ahora bien, el hecho de que la legislación civil establezca que, en caso de que exista un daño al honor o a la 
reputación, la persona afectada pueda solicitar que se publique un extracto de la sentencia, no implica que 
las personas juzgadoras puedan tomar en consideración el tiempo transcurrido entre la conducta y la orden 
de publicar dicho extracto. 
 
Esto, debido a que se trata de un elemento ajeno a la naturaleza de la compensación, que no busca resarcir 
las afectaciones monetarias de la víctima, sino su revaloración ante la sociedad, por lo que incluirlo en la 
cuantificación de la indemnización podría generar el enriquecimiento injustificado de la víctima. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 2303/2024. 21 de agosto de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz 
Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: Irlanda Denisse Ávalos Núñez. 
 
Tesis de jurisprudencia 239/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de trece 
de agosto de dos mil veinticinco. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de agosto de 2025 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 01 de septiembre de 2025, para los efectos previstos en 
el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
PRIMERA SALA 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 201/2025 (11a.) 
 
RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL. LA ACCIÓN PARA RECLAMAR LA INDEMNIZACIÓN POR 
ACTOS DE VIOLENCIA SEXUAL SUFRIDOS DURANTE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA ES IMPRESCRIPTIBLE. 
 
Hechos: Un hombre concedió una entrevista en la que comentó que en la década de los ochenta fue el 
productor de un grupo musical y que, derivado de ello, tuvo una relación sexoafectiva con una de las 
integrantes, con la particularidad de que ella tenía catorce años y él cuarenta. La mujer promovió juicio 
ordinario civil y entre otros aspectos demandó una indemnización por el daño moral causado con motivo del 
abuso sexual que sufrió cuando era menor de edad. En segunda instancia se condenó al demandado ya que: 
1) se desestimó la excepción por la que alegó prescrita la acción, dado que habían pasado más de treinta y 
cinco años desde que ocurrieron los hechos; y 2) se consideraron acreditados los elementos de la acción: la 
existencia de un hecho ilícito (tener una relación sexoafectiva con una menor de edad), el daño (a partir de la 
prueba pericial en psicología), y el nexo causal. La Sala responsable determinó que la acción no prescribió 
porque el daño era continuo y seguía presente. El demandado promovió amparo directo para argumentar que 
el artículo 1934 del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México se interpretó de 
forma incorrecta, pues el plazo para la prescripción de la acción es de dos años contados a partir del 
conocimiento del daño. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que es imprescriptible 
la acción para reclamar la indemnización por actos de violencia sexual sufridos durante la niñez y la 
adolescencia pues, de lo contrario, se violarían los derechos de acceso a la justicia y a una indemnización justa 
y, en vía de consecuencia, los derechos a la libertad y a la seguridad sexual, a vivir una vida libre de violencia 
y a la integridad personal. 
 
Justificación: En diversos precedentes esta Primera Sala ha sostenido una interpretación conforme del citado 
artículo 1934, al considerar que: 1) el plazo de la prescripción extintiva de dos años comienza a computarse a 
partir del conocimiento del daño; y 2) para los daños de naturaleza extrapatrimonial, el plazo debe ser el 
genérico de diez años previsto en el artículo 1159 del mismo código. Esta interpretación no puede aplicarse 
de forma estricta en casos de violencia sexual cometida contra niñas, niños y adolescentes, pues deben 
tomarse en cuenta sus particularidades para cumplir con la obligación del Estado de garantizar la protección 
especial y reforzada que merecen las personas menores de edad; concretamente, el derecho a ser protegidas 
contra toda forma de violencia reconocido en los artículos 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 19 de la Convención sobre los Derechos del Niño. 
 
En estos asuntos los problemas que afrontan las personas sobrevivientes para efectos de la prescripción, son: 
1) el paso del tiempo necesario para asimilar los hechos e identificarse plenamente en su carácter de víctimas; 
2) el paso del tiempo para entender que determinados daños se causaron por la violencia sexual; y 3) la lucha 
interna que existe para tomar valor, acudir a las instancias judiciales y revelar lo sufrido. Se trata de situaciones 
que se esconden o normalizan; donde se aprovecha de la inexperiencia y desconocimiento de las personas 
menores de edad, lo que dificulta identificar los daños inmateriales que residen permanentemente y la 
relación causal. Además, debe tomarse en cuenta que el contexto social e institucional inhibe a las víctimas, 
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aun cuando tienen los elementos para revelar lo que vivieron. Por ello, no es posible presumir, como en los 
asuntos de responsabilidad civil extracontractual de diversa naturaleza, que la falta de acción se traduce en el 
desinterés para cobrar un crédito, dado que se trata de hechos que acontecieron cuando eran menores de 
edad y causaron secuelas gravísimas en sus mentes que no terminan de desarrollarse o entender hasta que 
pasa el tiempo y cuentan con la madurez, redes de apoyo o cualquier otra situación que permita comprender 
lo que sucedió. Atender a la interpretación conforme, implicaría que las personas juzgadoras analizaran para 
cada caso en qué momento la víctima sufrió la violencia, se reconoció con tal carácter y tomó conciencia del 
daño sufrido, por lo cual resultaría sumamente complejo valorar aspectos subjetivos. Aún más importante 
serían las implicaciones para las personas sobrevivientes: la revelación de aspectos ligados a su intimidad, 
revivir los hechos y en caso de considerar que la acción prescribió, se les revictimizaría castigándolas por no 
ser víctimas perfectas al “carecer de valor” para demandar oportunamente, lo que resultaría en la impunidad 
de sus agresores. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo 34/2024. 25 de junio de 2025. Cinco votos de las Ministras y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien se separa de los párrafos doscientos seis a doscientos doce, Ana Margarita 
Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente y Loretta Ortiz Ahlf. El Ministro Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena no comparte algunas consideraciones de la tesis conforme a su voto concurrente. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez. 
 
Tesis de jurisprudencia 201/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de trece 
de agosto de dos mil veinticinco. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de agosto de 2025 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 01 de septiembre de 2025, para los efectos previstos en 
el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
PRIMERA SALA 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 200/2025 (11a.) 
 
RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL. LAS RELACIONES IMPROPIAS ENTRE ADOLESCENTES Y 
ADULTOS CONSTITUYEN UN HECHO ILÍCITO PARA EFECTOS DE RECLAMAR LA INDEMNIZACIÓN POR ACTOS 
DE VIOLENCIA SEXUAL SUFRIDOS DURANTE LA ADOLESCENCIA. 
 
Hechos: Un hombre concedió una entrevista en la que comentó que en la década de los ochenta fue el 
productor de un grupo musical y que, derivado de ello, tuvo una relación sexoafectiva con una de las 
integrantes, con la particularidad de que ella tenía catorce años y él cuarenta. La mujer promovió juicio 
ordinario civil y entre otros aspectos demandó una indemnización por el daño moral causado con motivo del 
abuso sexual que sufrió cuando era menor de edad. En segunda instancia se condenó al demandado ya que: 
1) se desestimó la excepción por la que alegó prescrita la acción, dado que habían pasado más de treinta y 
cinco años desde que ocurrieron los hechos; y 2) se consideraron acreditados los elementos de la acción: la 
existencia de un hecho ilícito (tener una relación sexoafectiva con una menor de edad), el daño (a partir de la 
prueba pericial en psicología), y el nexo causal. La Sala responsable determinó que la acción no prescribió 
porque el daño era continuo y seguía presente. El demandado promovió amparo directo para argumentar que 
el artículo 1934 del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México se interpretó de 
forma incorrecta, pues el plazo para la prescripción de la acción es de dos años contados a partir del 
conocimiento del daño. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que las relaciones 
impropias –relaciones sexoafectivas entre adolescentes y adultos en las que existe una brecha de edad 
considerable– puede constituir un hecho ilícito, en atención a las circunstancias del caso, al tratarse de una 
forma de violencia sexual, para efectos de reclamar la indemnización por dichos actos sufridos durante la 
adolescencia. 
 
Justificación: La Convención sobre los Derechos del Niño reconoce a las personas menores de edad como 
sujetos de derechos con autonomía progresiva. El Comité de los Derechos del Niño destacó en la Observación 
General No. 4, la importancia de establecer edades mínimas legales que reflejen la situación de las personas 
adolescentes como titulares de derechos y su capacidad en desarrollo. Por ejemplo, se ha establecido la edad 
mínima para el consentimiento sexual en el que se busca un equilibrio para reconocer la autonomía y la 
obligación del Estado para proteger a las personas menores de edad del abuso sexual infantil, previsto en los 
artículos 19 y 34 de la mencionada Convención. 
 
No obstante, la separación gradual, el entorno de cuidado, la inexperiencia y la falta de poder pueden exponer 
a las personas adolescentes a violaciones de sus derechos. Por ello, las edades mínimas legales no pueden 
considerarse como una permisión indiscriminada, pues existen supuestos en los que aun cuando la persona 
adolescente manifieste su consentimiento sexual, no puede considerarse que se hizo lisa y llanamente. 
 
Esta situación se presenta en las relaciones sexoafectivas entre adolescentes y adultos con una diferencia de 
edad considerable, pues indebidamente se han normalizado al grado de romantizarse y percibirse 
consensuadas, cuando ocultan dinámicas de poder, inmadurez emocional e influencia social, que conlleva la 
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violencia sexual. En estos casos, no hay consentimiento, dadas las diferencias cognitivas, emocionales y 
sociales entre las partes de la relación, pues mientras las personas adolescentes se encuentran en una etapa 
de búsqueda de identidad, experimentación emocional y vulneración psicosocial, la persona adulta ejerce una 
posición de poder en la que influye o controla decisiones mediante mecanismos sutiles de coacción emocional 
o dependencia afectiva, lo que impide que la persona menor de edad perciba la relación como dañina. Así, la 
falta de consentimiento se manifiesta como: a) no poder decidir libremente lo que se quiere; b) aceptar a 
partir de opciones y circunstancias cuando no se tiene conocimiento de las consecuencias; o c) la imposibilidad 
de presumir razonablemente que se tienen las habilidades cognitivas necesarias para comprender las 
consecuencias, dado lo que se decide y el momento en el que se decide. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo 34/2024. 25 de junio de 2025. Cinco votos de las Ministras y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien se separa de los párrafos doscientos seis a doscientos doce, Ana Margarita 
Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente y Loretta Ortiz Ahlf. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez. 
 
Tesis de jurisprudencia 200/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de trece 
de agosto de dos mil veinticinco. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de agosto de 2025 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 01 de septiembre de 2025, para los efectos previstos en 
el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
PRIMERA SALA 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 215/2025 (11a.) 
 
DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. LOS COLEGIOS DE ABOGADOS SON SUJETOS IDÓNEOS PARA SU 
PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN A NIVEL COLECTIVO, EN TANTO EL ACCESO A LA JUSTICIA SE CONFIGURA 
COMO UN BIEN PÚBLICO. 
 
Hechos: Un colegio de abogados promovió un juicio de amparo indirecto en contra del Congreso de la Unión 
por su omisión absoluta de (a) expedir la legislación única en materia procesal civil y familiar, y (b) adecuar las 
leyes generales y federales que así lo requieran al principio de oralidad y a la prevalencia del fondo sobre 
forma en los procedimientos jurisdiccionales. El Juez de Distrito reconoció el interés legítimo del colegio de 
abogados a partir de su objeto social, el cual comprendía “pugnar por el mejoramiento de la administración 
de justicia”. En contra de esta determinación, las autoridades recurrentes plantearon, entre otras cosas, que 
la quejosa no había probado su interés legítimo, pues no había demostrado la conexión entre el derecho que 
estimó afectado (el derecho de acceso a la justicia) y su objeto social. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que, si bien el primer 
obligado en la garantía del derecho de acceso a la justicia es el Estado, hay otros sujetos en la profesión legal 
que son esenciales para el funcionamiento del sistema jurídico. Entre ellos, los colegios de abogados se han 
configurado como actores fundamentales en la promoción del Estado de Derecho, los derechos humanos y, 
particularmente, el acceso a la justicia. 
 
Justificación: El derecho de acceso a la justicia tiene una importancia dual. Por un lado, constituye un derecho 
fundamental autónomo. Empero, por otro lado, es el medio principal para hacer efectivos y restituir las 
violaciones de los otros derechos fundamentales. Así, se debe reconocer una dimensión procedimental del 
acceso a la justicia, la cual se extiende como una garantía generalizada para toda la sociedad e implica un 
deber positivo por parte del Estado de proveer el acceso a las vías jurisdiccionales y eliminar las barreras que 
limiten o impidan dicho acceso. Para la Primera Sala, esta segunda dimensión del acceso a la justicia le da un 
carácter de derecho fundamental dual; esto es, tiene tanto una dimensión de naturaleza individual como una 
colectiva. Asimismo, también es posible reconocer el acceso a la justicia (en su faceta colectiva) como un bien 
público; es decir, como un derecho que no debe estar sujeto a las características de rivalidad ni exclusión (en 
otras palabras, debe garantizarse a todos sin que exista un límite en el número de personas que lo esté 
ejerciendo en un determinado momento, y no se debe excluir a nadie de la posibilidad de acceder a este 
servicio). A su vez, es notable que la promoción y defensa del acceso a la justicia sufre del problema del 
“polizón”, lo que significa que la mejora en el sistema general de administración de justicia por lo general es 
muy costosa en términos individuales y, aunque su beneficio social puede ser grande, el beneficio individual 
suele no superar los costos para una persona en lo particular. Todas estas características hacen que sea 
sumamente valiosa la participación de la sociedad civil en la defensa de este derecho; propósito para el cual 
destacan los colegios de abogados como asociaciones integradas exclusivamente por profesionistas del 
derecho y por su consecuente cercanía con las instituciones impartidoras de justicia. 

 
PRIMERA SALA. 
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Amparo en revisión 265/2020. 12 de mayo de 2021. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien formuló voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez. 
 
Tesis de jurisprudencia 215/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de trece 
de agosto de dos mil veinticinco. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de agosto de 2025 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el 
punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA II.1o.A.18 K (11a.) 
 
DAÑO PERSONAL Y DAÑO MORAL. DIFERENCIAS PARA SU REPARACIÓN EN ASUNTOS RELATIVOS A LA 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. 
 
Hechos: Dos mujeres, una en calidad de víctima directa y otra en calidad de víctima indirecta, promovieron 
juicio de nulidad contra la resolución que desechó, por extemporánea, su reclamación por responsabilidad 
patrimonial del Estado, derivada de la atención médica recibida en el Instituto Mexicano del Seguro Social con 
motivo del parto y posparto que tuvo la primera, que resultó en una histerectomía y una salpingooferectomía. 
El Tribunal Federal de Justicia Administrativa resolvió que el instituto de referencia no acreditó que la atención 
médica brindada fuera adecuada, señalando que la pérdida del expediente clínico impidió verificar la 
diligencia en la prestación del servicio; por ende, reconoció la existencia de daños físicos y morales a la víctima 
directa, derivados de la afectación a su salud reproductiva, pero no se acreditó el nexo causal entre la actividad 
administrativa irregular y el daño moral reclamado por la segunda mujer (víctima indirecta). Ante esta 
resolución, ambas promovieron juicio de amparo directo, en el que cuestionan: a) la exclusión de una de ellas 
respecto a la procedencia de la indemnización, y afirman que existe el "nexo causal" porque se evidenció un 
actuar irregular que provocó la existencia de un daño efectivo que es imputable al IMSS y, por tanto, evaluable 
con el objeto de ser indemnizado; y b) la cuantificación del monto a pagar por concepto de daño moral. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el daño personal y el daño moral tienen 
una diferenciación en asuntos de responsabilidad patrimonial del Estado, pues mientras el primero afecta la 
integridad física, el segundo impacta en la integridad psíquica y emocional de las personas. 
 
Justificación: De conformidad con el artículo 12 de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, 
en relación con el criterio adoptado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver 
el amparo directo 18/2015, del que derivó la tesis aislada 2a. XXXVII/2018 (10a.), el Estado tiene la obligación 
de indemnizar tanto el daño personal como el daño moral, reconociendo su autonomía y las diferencias en su 
reparación. El daño personal se refiere a la afectación a la integridad física de la persona y su capacidad laboral, 
por lo que su cálculo debe realizarse conforme al artículo 14, fracción I, incisos a) y b), de la Ley Federal de 
Responsabilidad Patrimonial del Estado, en correlación con la Ley Federal del Trabajo. Este concepto incluye 
la evaluación de los dictámenes médicos para determinar la disminución de la integridad física y la posible 
merma en su corporeidad y, en su caso, la capacidad de trabajo, así como los gastos médicos derivados de la 
afectación. El daño moral no puede calcularse bajo parámetros mecánicos o físicos, ya que afecta la integridad 
psíquica de la persona. Su cuantificación se rige por el artículo 1916 del Código Civil Federal, tomando en 
cuenta elementos como la ponderación de los derechos lesionados, el grado de responsabilidad, la situación 
económica de las partes y cualquier otra circunstancia relevante para el caso. La indemnización por daño 
personal debe concederse de manera proporcional a las circunstancias particulares del caso, considerando la 
afectación física, la pérdida de oportunidades, los daños materiales, la pérdida de ingresos y los gastos 
asociados a la atención médica y psicológica. En conclusión, el daño personal y el daño moral son conceptos 
diferenciados dentro del marco de la responsabilidad patrimonial del Estado, por lo que su cuantificación debe 
realizarse de manera independiente y conforme a los criterios legales aplicables a cada uno. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 287/2023. 25 de enero de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. 
Secretario: Édgar Salgado Peláez. 
 
Nota: La tesis aislada 2a. XXXVII/2018 (10a.), de rubro: “DAÑO PERSONAL CAUSADO POR LA ACTIVIDAD IRREGULAR DEL 
ESTADO. PARÁMETROS DE REPARACIÓN EN TÉRMINOS DEL DERECHO A LA JUSTA INDEMNIZACIÓN CUANDO SE TRATA DE 
UN MENOR.” citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 18 de mayo de 2018 a las 
10:23 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 54, Tomo II, mayo de 2018, página 
1687, con número de registro digital: 2016917. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de agosto de 2025 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA II.1o.A.26 K (11a.) 
 
DERECHO DE RÉPLICA. ESTE MECANISMO PUEDE EMPLEARSE COMO RESPUESTA A LOS TENDEDEROS DE 
PROTESTA POR VIOLENCIA DE GÉNERO EN UNA SOCIEDAD DEMOCRÁTICA, PARA TUTELAR EL EQUILIBRIO 
INFORMATIVO O COMO UNA VÍA PARA HACER EFECTIVAS LAS RESPONSABILIDADES QUE CONLLEVA LA 
LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y DE EXPRESIÓN. 
 
Hechos: Una persona particular reclamó una indemnización y la reparación de su imagen pública por 
responsabilidad patrimonial del Estado a la Universidad Autónoma Metropolitana (UAM), alegando daños por 
acoso, discriminación y difamación dentro de la comunidad universitaria. De manera previa, la universidad 
adoptó medidas de protección tras una denuncia penal por violencia sexual en su contra, presentada por una 
mujer estudiante, integrante de esa comunidad universitaria, lo que el reclamante consideró como represalia 
y discriminación. El reclamante promovió su propia denuncia penal, acusando a la denunciante y a diversas 
autoridades de la UAM de discriminación y hostigamiento. Ambas denuncias fueron analizadas por distintas 
instancias, y la fiscalía determinó el no ejercicio de la acción penal respecto a la denuncia presentada por el 
reclamante. 
 
Al no recibir respuesta a su reclamación patrimonial en el plazo legal, promovió un juicio ante el Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, impugnando la negativa ficta. En su defensa, la UAM argumentó que sus 
acciones se sustentaron en obligaciones de protección a víctimas de violencia de género y no configuraban 
una actividad administrativa irregular ni causaban un daño patrimonial directo. El Tribunal Colegiado resolvió 
que no se demostró la responsabilidad patrimonial del Estado, la cual exige la existencia de un daño real y 
directo derivado de una actividad irregular, por lo que negó la indemnización. Esta resolución fue impugnada 
en amparo directo. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el derecho de réplica puede emplearse 
como mecanismo de respuesta a los tendederos de protesta, por violencia de género, en una sociedad 
democrática, para tutelar el equilibrio informativo o como una vía para hacer efectivas las responsabilidades 
que conlleva la libertad de pensamiento y de expresión. 
 
Justificación: El derecho de réplica es una garantía fundamental que permite a toda persona aludida por 
información inexacta o falsa, solicitar su aclaración o rectificación, asegurando un equilibrio informativo, sin 
menoscabar los derechos al ejercicio de la libertad de expresión y de manifestación. Los tendederos de 
protesta por violencia de género, constituyen un mecanismo de denuncia social cuyo propósito es visibilizar 
la violencia sufrida por las víctimas. Las personas aludidas o denunciadas tienen a su alcance el derecho de 
réplica como complementario al de la libertad de expresión, pues su objetivo es brindar un espacio de 
participación a quien haya sido aludido, para lograr un equilibrio entre las o los sujetos y la información 
difundida, y de este modo garantizar el más pleno ejercicio de la libertad de expresión de ambas partes y el 
más amplio debate e información en una sociedad democrática. El derecho de réplica no debe entenderse 
como una limitación a la libertad de expresión, ya que de ninguna manera puede ejercitarse como una censura 
previa, sino como un mecanismo que funciona posteriormente a la emisión de información que se estime 
inexacta o falsa, que el sujeto aludido alega le causó un agravio. La coexistencia entre el derecho de réplica y 
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estos espacios de expresión no implica una subordinación de uno sobre otro, sino un balance que impida tanto 
la censura previa como la restricción indebida de los derechos fundamentales. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 437/2023. 30 de enero de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. 
Secretario: Édgar Salgado Peláez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de agosto de 2025 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA II.1o.A.57 A (11a.) 
 
EDUCACIÓN CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. SU IMPLEMENTACIÓN EN LAS UNIVERSIDADES ES UNA 
OBLIGACIÓN DERIVADA DEL MARCO CONSTITUCIONAL Y CONVENCIONAL. 
 
Hechos: Una persona particular reclamó una indemnización y la reparación de su imagen pública por 
responsabilidad patrimonial del Estado a la Universidad Autónoma Metropolitana (UAM), alegando daños por 
acoso, discriminación y difamación dentro de la comunidad universitaria. De manera previa, la universidad 
adoptó medidas de protección tras una denuncia penal por violencia sexual en su contra, presentada por una 
mujer estudiante, integrante de esa comunidad universitaria, lo que el reclamante consideró como represalia 
y discriminación. El reclamante promovió su propia denuncia penal, acusando a la denunciante y a diversas 
autoridades de la UAM de discriminación y hostigamiento. Ambas denuncias fueron analizadas por distintas 
instancias, y la fiscalía determinó el no ejercicio de la acción penal respecto a la denuncia presentada por el 
reclamante. 
 
Al no recibir respuesta a su reclamación patrimonial en el plazo legal, promovió un juicio ante el Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, impugnando la negativa ficta. En su defensa, la UAM argumentó que sus 
acciones se sustentaron en obligaciones de protección a víctimas de violencia de género y no configuraban 
una actividad administrativa irregular ni causaban un daño patrimonial directo. El Tribunal Colegiado resolvió 
que no se demostró la responsabilidad patrimonial del Estado, la cual exige la existencia de un daño real y 
directo derivado de una actividad irregular, por lo que negó la indemnización. Esta resolución fue impugnada 
en amparo directo. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la implementación de la educación con 
perspectiva de género en las universidades es una obligación derivada del marco constitucional y 
convencional. 
 
Justificación: El artículo 3o. constitucional establece que la educación impartida por el Estado se basará en el 
respeto irrestricto de la dignidad de las personas, con un enfoque de derechos humanos y de igualdad 
sustantiva. Este mandato se refuerza en el ámbito internacional con los artículos 10 de la Convención sobre 
la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW por sus siglas en inglés) y 8 de 
la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer "Convención 
de Belém do Pará", que obligan a los Estados a garantizar la inclusión de la perspectiva de género en la 
educación y a promover la erradicación de la violencia y la discriminación contra las mujeres. Actividades 
como jornadas culturales con perspectiva de género constituyen ejercicios legítimos para promover la 
educación, así como para ejercer los derechos de manifestación y de libertad de expresión dentro del ámbito 
universitario, por lo que dichas actividades no sólo responden a una necesidad social, sino que cumplen con 
la obligación constitucional e internacional de fomentar el conocimiento y la reflexión en torno al impacto que 
tiene la categoría del género en la vida de las personas y la erradicación de la violencia contra las mujeres. Los 
artículos 4 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre la Educación y Formación en materia de Derechos 
Humanos y 45 de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia establecen que las 
instituciones educativas deben garantizar el acceso a una enseñanza con perspectiva de género, lo que implica 



  
 

    
   
   
 
 

 
Rectoría 

Dirección de Asuntos Jurídicos 
Jefatura de Asuntos Constitucionales y Normativa Universitaria 

 
269 

la implementación de estrategias transversales en la docencia, la investigación y la difusión del conocimiento, 
asegurando que el estudiantado cuente con espacios formativos que promuevan la igualdad sustantiva. Las 
actividades académicas y de sensibilización no constituyen actos de discriminación, violencia o acoso, sino 
expresiones legítimas que contribuyen a la transformación de las estructuras educativas y sociales. La 
inclusión de la perspectiva de género en el currículo universitario es una medida fundamental para fortalecer 
la formación de profesionistas comprometidos con la equidad y la justicia social, permitiendo el desarrollo de 
capacidades críticas en torno a la incidencia del género en diversas disciplinas. La obligación de incorporar la 
perspectiva de género en la educación superior es un mandato constitucional y convencional que responde a 
la necesidad de garantizar una enseñanza que promueva el respeto, la igualdad y la eliminación de la violencia 
en los espacios educativos y sociales. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 437/2023. 30 de enero de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. 
Secretario: Édgar Salgado Peláez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de agosto de 2025 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA II.1o.A.23 K (11a.) 
 
LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DE MANIFESTACIÓN. SU EJERCICIO LEGÍTIMO NO CONSTITUYEN ACTOS DE 
VIOLENCIA O ACOSO, CUANDO SU PROPÓSITO SEA EDUCATIVO, INFORMATIVO, DE SENSIBILIZACIÓN Y DE 
REFLEXIÓN COLECTIVA. 
 
Hechos: Una persona particular reclamó una indemnización y la reparación de su imagen pública por 
responsabilidad patrimonial del Estado a la Universidad Autónoma Metropolitana (UAM), alegando daños por 
acoso, discriminación y difamación dentro de la comunidad universitaria. De manera previa, la universidad 
adoptó medidas de protección tras una denuncia penal por violencia sexual en su contra, presentada por una 
mujer estudiante, integrante de esa comunidad universitaria, lo que el reclamante consideró como represalia 
y discriminación. El reclamante promovió su propia denuncia penal, acusando a la denunciante y a diversas 
autoridades de la UAM de discriminación y hostigamiento. Ambas denuncias fueron analizadas por distintas 
instancias, y la fiscalía determinó el no ejercicio de la acción penal respecto a la denuncia presentada por el 
reclamante. 
 
Al no recibir respuesta a su reclamación patrimonial en el plazo legal, promovió un juicio ante el Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, impugnando la negativa ficta. En su defensa, la UAM argumentó que sus 
acciones se sustentaron en obligaciones de protección a víctimas de violencia de género y no configuraban 
una actividad administrativa irregular ni causaban un daño patrimonial directo. El Tribunal Colegiado resolvió 
que no se demostró la responsabilidad patrimonial del Estado, la cual exige la existencia de un daño real y 
directo derivado de una actividad irregular, por lo que negó la indemnización. Esta resolución fue impugnada 
en amparo directo. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el ejercicio legítimo de los derechos a la 
libertad de expresión y de manifestación no constituyen actos de violencia o acoso, cuando su propósito sea 
educativo, informativo, de sensibilización y reflexión colectiva. 
 
Justificación: El artículo 6o. constitucional protege el derecho a la libertad de expresión, reconociéndolo como 
un elemento esencial para el fortalecimiento de la democracia y la participación ciudadana. Este derecho se 
ejerce a través de foros, mesas de discusión y actividades culturales orientadas a generar conciencia sobre 
temas de relevancia social, como la violencia de género. Actividades como las antes descritas, con fines 
educativos, informativos, de sensibilización y reflexión colectiva, promoviendo el análisis y la discusión en 
torno a problemáticas de género en el ámbito académico y social, es un ejercicio legítimo de los derechos a la 
libertad de expresión y a la manifestación que no puede ni debe inhibirse, pues es un motor para la 
construcción de una sociedad más igualitaria, consciente y equitativa. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 437/2023. 30 de enero de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. 
Secretario: Édgar Salgado Peláez. 
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Esta tesis se publicó el viernes 15 de agosto de 2025 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA II.1o.A.19 K (11a.) 
 
MEDIDAS DE PROTECCIÓN EN CASOS DE VIOLENCIA DE GÉNERO. LA UNIVERSIDAD AUTÓNOMA 
METROPOLITANA (UAM) TIENE LA OBLIGACIÓN Y FACULTAD DE ADOPTARLAS PARA GARANTIZAR UN 
ENTORNO SEGURO, RESPETUOSO Y LIBRE DE VIOLENCIA. 
 
Hechos: Una persona particular reclamó una indemnización y la reparación de su imagen pública por 
responsabilidad patrimonial del Estado a la Universidad Autónoma Metropolitana (UAM), alegando daños por 
acoso, discriminación y difamación dentro de la comunidad universitaria. De manera previa, la universidad 
adoptó medidas de protección tras una denuncia penal por violencia sexual en su contra, presentada por una 
mujer estudiante, integrante de esa comunidad universitaria, lo que el reclamante consideró como represalia 
y discriminación. El reclamante promovió su propia denuncia penal, acusando a la denunciante y a diversas 
autoridades de la UAM de discriminación y hostigamiento. Ambas denuncias fueron analizadas por distintas 
instancias, y la fiscalía determinó el no ejercicio de la acción penal respecto a la denuncia presentada por el 
reclamante. 
 
Al no recibir respuesta a su reclamación patrimonial en el plazo legal, promovió un juicio ante el Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, impugnando la negativa ficta. En su defensa, la UAM argumentó que sus 
acciones se sustentaron en obligaciones de protección a víctimas de violencia de género y no configuraban 
una actividad administrativa irregular ni causaban un daño patrimonial directo. El Tribunal Colegiado resolvió 
que no se demostró la responsabilidad patrimonial del Estado, la cual exige la existencia de un daño real y 
directo derivado de una actividad irregular, por lo que negó la indemnización. Esta resolución fue impugnada 
en amparo directo. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la Universidad Autónoma Metropolitana 
tiene la obligación y la facultad de adoptar las medidas de protección necesarias para garantizar un entorno 
seguro, respetuoso y libre de violencia de género. 
 
Justificación: El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos impone a todas las 
autoridades la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, incluyendo el 
derecho a la igualdad y a una vida libre de violencia, reconocido en el artículo 4o. constitucional. En el ámbito 
internacional, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
“Convención de Belém do Pará”, y otros tratados internacionales ratificados por el Estado Mexicano 
establecen que las mujeres tienen derecho a una vida libre de violencia en los ámbitos públicos y privados y 
que el Estado es responsable no sólo de la violencia contra las mujeres ejercida directamente por sus agentes, 
sino también de aquella que ocurre en el ámbito privado, cuando no adopta medidas adecuadas para 
prevenirla y sancionarla. La UAM, al ser un organismo descentralizado del Estado, tiene la responsabilidad de 
garantizar condiciones seguras para su comunidad, lo que implica que sus autoridades, en ejercicio de sus 
funciones, están facultadas para emitir medidas de protección en favor de las víctimas de violencia de género, 
sin necesidad de que exista una orden previa de una autoridad ministerial o jurisdiccional. La emisión de estas 
medidas está justificada dentro del marco constitucional y convencional, ya que su objetivo es prevenir riesgos 
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y proteger la integridad física y psicológica de las personas afectadas, garantizando el ejercicio efectivo de sus 
derechos en un entorno seguro y libre de violencia. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 437/2023. 30 de enero de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. 
Secretario: Édgar Salgado Peláez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de agosto de 2025 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA II.1o.A.22 K (11a.) 
 
MEDIDAS DE PROTECCIÓN. NO VULNERAN EL DERECHO A LA IGUALDAD CUANDO SU EMISIÓN SE BASA EN 
CRITERIOS OBJETIVOS, RAZONABLES Y PROPORCIONALES. 
 
Hechos: Una persona particular reclamó una indemnización y la reparación de su imagen pública por 
responsabilidad patrimonial del Estado a la Universidad Autónoma Metropolitana (UAM), alegando daños por 
acoso, discriminación y difamación dentro de la comunidad universitaria. De manera previa, la universidad 
adoptó medidas de protección tras una denuncia penal por violencia sexual en su contra, presentada por una 
mujer estudiante, integrante de esa comunidad universitaria, lo que el reclamante consideró como represalia 
y discriminación. El reclamante promovió su propia denuncia penal, acusando a la denunciante y a diversas 
autoridades de la UAM de discriminación y hostigamiento. Ambas denuncias fueron analizadas por distintas 
instancias, y la fiscalía determinó el no ejercicio de la acción penal respecto a la denuncia presentada por el 
reclamante. 
 
Al no recibir respuesta a su reclamación patrimonial en el plazo legal, promovió un juicio ante el Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, impugnando la negativa ficta. En su defensa, la UAM argumentó que sus 
acciones se sustentaron en obligaciones de protección a víctimas de violencia de género y no configuraban 
una actividad administrativa irregular ni causaban un daño patrimonial directo. El Tribunal Colegiado resolvió 
que no se demostró la responsabilidad patrimonial del Estado, la cual exige la existencia de un daño real y 
directo derivado de una actividad irregular, por lo que negó la indemnización. Esta resolución fue impugnada 
en amparo directo. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que las medidas de protección no vulneran el 
derecho a la igualdad cuando su emisión se basa en criterios objetivos, razonables y proporcionales. 
 
Justificación: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 
495/2013, estableció que el derecho a la igualdad permite un trato diferenciado cuando existen circunstancias 
que lo justifiquen de manera objetiva y razonable. Las medidas de protección dirigidas a mujeres víctimas de 
violencia de género tienen una base objetiva y proporcional, pues responden a datos estadísticos y estudios 
que demuestran que las mujeres son víctimas de violencia de manera desproporcionada en comparación con 
los hombres. Esta violencia constituye una problemática estructural que afecta el ejercicio de sus derechos 
fundamentales, particularmente en espacios educativos y laborales. Estas medidas tienen una finalidad 
legítima, ya que buscan garantizar el ejercicio pleno de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y 
culturales de las mujeres, quienes enfrentan obstáculos específicos debido a la violencia. El objetivo es 
equilibrar las condiciones de acceso a una vida libre de violencia y fortalecer el principio de igualdad 
sustantiva. Su proporcionalidad radica en que permiten un tratamiento uniforme para todas las mujeres que 
se encuentran en situación de violencia, sin distinción de otras condiciones, y sin afectar derechos de terceros, 
ya que corrigen una situación de desventaja estructural. Estas medidas no constituyen una afectación 
indebida a otros derechos, sino que refuerzan la dignidad humana y la no discriminación, garantizando un 
entorno seguro para las mujeres en situación de vulnerabilidad. La igualdad formal implica tratar a todas las 
personas de la misma manera, sin considerar sus circunstancias específicas. En contraste, la igualdad 
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sustantiva reconoce que existen condiciones diferenciadas que requieren medidas adecuadas para garantizar 
resultados equitativos. Las medidas de protección se alinean con la dignidad humana y con los tratados 
internacionales en materia de derechos humanos, asegurando que las víctimas de violencia de género puedan 
ejercer sus derechos en condiciones de seguridad y equidad. En consecuencia, su implementación es 
compatible con el artículo 4o. constitucional y con las obligaciones convencionales del Estado Mexicano, al 
ofrecer protección efectiva a mujeres en situación de vulnerabilidad y garantizar su derecho a vivir en un 
entorno libre de violencia. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 437/2023. 30 de enero de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. 
Secretario: Édgar Salgado Peláez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de agosto de 2025 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA II.1o.A.20 K (11a.) 
 
ÓRDENES DE PROTECCIÓN. POR SU NATURALEZA JURÍDICA PRECAUTORIA Y TEMPORAL SON MEDIDAS DE 
URGENTE APLICACIÓN, DISEÑADAS PARA SALVAGUARDAR LA SEGURIDAD E INTEGRIDAD DE LAS VÍCTIMAS 
ANTE UNA SITUACIÓN DE RIESGO. 
 
Hechos: Una persona particular reclamó una indemnización y la reparación de su imagen pública por 
responsabilidad patrimonial del Estado a la Universidad Autónoma Metropolitana (UAM), alegando daños por 
acoso, discriminación y difamación dentro de la comunidad universitaria. De manera previa, la universidad 
adoptó medidas de protección tras una denuncia penal por violencia sexual en su contra, presentada por una 
mujer estudiante, integrante de esa comunidad universitaria, lo que el reclamante consideró como represalia 
y discriminación. El reclamante promovió su propia denuncia penal, acusando a la denunciante y a diversas 
autoridades de la UAM de discriminación y hostigamiento. Ambas denuncias fueron analizadas por distintas 
instancias, y la fiscalía determinó el no ejercicio de la acción penal respecto a la denuncia presentada por el 
reclamante. 
 
Al no recibir respuesta a su reclamación patrimonial en el plazo legal, promovió un juicio ante el Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, impugnando la negativa ficta. En su defensa, la UAM argumentó que sus 
acciones se sustentaron en obligaciones de protección a víctimas de violencia de género y no configuraban 
una actividad administrativa irregular ni causaban un daño patrimonial directo. El Tribunal Colegiado resolvió 
que no se demostró la responsabilidad patrimonial del Estado, la cual exige la existencia de un daño real y 
directo derivado de una actividad irregular, por lo que negó la indemnización. Esta resolución fue impugnada 
en amparo directo. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que por su naturaleza jurídica precautoria y 
temporal, las órdenes de protección son medidas de urgente aplicación diseñadas para salvaguardar la 
seguridad e integridad de las victimas ante una situación de riesgo. 
 
Justificación: El artículo 1o. constitucional obliga al Estado a garantizar una vida libre de violencia de género, 
adoptando medidas efectivas para la protección de las víctimas. La Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pará” y la Ley General de Acceso 
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia establecen la responsabilidad de las autoridades en la prevención, 
atención y erradicación de la violencia de género, lo que incluye la facultad de dictar órdenes de protección 
de manera inmediata y proporcional al nivel de riesgo. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, al resolver el amparo en revisión 495/2013, reconoció que las medidas de protección son actos de 
urgente aplicación en función del interés superior de la víctima, cuyo objetivo es evitar nuevas agresiones y 
garantizar su seguridad. Estas medidas pueden ser emitidas por autoridades judiciales o administrativas, 
dentro de su ámbito de competencia, sin constituir una invasión de funciones jurisdiccionales, ya que su 
naturaleza es precautoria y su vigencia temporal. Las órdenes de protección están diseñadas para 
salvaguardar la seguridad e integridad de las mujeres en situación de violencia, previniendo el contacto con 
la persona agresora y reduciendo el riesgo de daños irreparables. Al ser medidas preventivas, no constituyen 
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sanciones ni prejuzgan la responsabilidad del sujeto a quien se imponen, sino que buscan proteger de manera 
inmediata a quienes enfrentan situaciones de riesgo. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 437/2023. 30 de enero de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. 
Secretario: Édgar Salgado Peláez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de agosto de 2025 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA II.1o.A.21 K (11a.) 
 
ÓRDENES DE PROTECCIÓN. SU NATURALEZA PRECAUTORIA Y TEMPORAL NO VULNERA LOS PRINCIPIOS DE 
AUDIENCIA Y LEGALIDAD. 
 
Hechos: Una persona particular reclamó una indemnización y la reparación de su imagen pública por 
responsabilidad patrimonial del Estado a la Universidad Autónoma Metropolitana (UAM), alegando daños por 
acoso, discriminación y difamación dentro de la comunidad universitaria. De manera previa, la universidad 
adoptó medidas de protección tras una denuncia penal por violencia sexual en su contra, presentada por una 
mujer estudiante, integrante de esa comunidad universitaria, lo que el reclamante consideró como represalia 
y discriminación. El reclamante promovió su propia denuncia penal, acusando a la denunciante y a diversas 
autoridades de la UAM de discriminación y hostigamiento. Ambas denuncias fueron analizadas por distintas 
instancias, y la fiscalía determinó el no ejercicio de la acción penal respecto a la denuncia presentada por el 
reclamante. 
 
Al no recibir respuesta a su reclamación patrimonial en el plazo legal, promovió un juicio ante el Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, impugnando la negativa ficta. En su defensa, la UAM argumentó que sus 
acciones se sustentaron en obligaciones de protección a víctimas de violencia de género y no configuraban 
una actividad administrativa irregular ni causaban un daño patrimonial directo. El Tribunal Colegiado resolvió 
que no se demostró la responsabilidad patrimonial del Estado, la cual exige la existencia de un daño real y 
directo derivado de una actividad irregular, por lo que negó la indemnización. Esta resolución fue impugnada 
en amparo directo. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que por su naturaleza precautoria y temporal, 
las órdenes de protección no vulneran los principios de audiencia y legalidad. 
 
Justificación: Las órdenes de protección están diseñadas para prevenir las agresiones y salvaguardar la 
integridad de las mujeres en situación de violencia de género. Su carácter precautorio y temporal responde a 
la obligación del Estado de garantizarles una vida libre de violencia, conforme al artículo 1o. constitucional y 
a los tratados internacionales en la materia, como la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pará” en su artículo 3. En el amparo en revisión 
495/2013, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación reconoció que estas medidas son actos 
de urgente aplicación en función del interés superior de la víctima, sin que ello implique una afectación 
indebida a los derechos del presunto agresor. Al no constituir sanciones penales ni medidas privativas de 
derechos definitivas, sino mecanismos de protección orientados a evitar riesgos mayores o irreparables, su 
emisión se encuentra plenamente justificada dentro del marco constitucional y convencional. Las órdenes de 
protección pueden ser dictadas por autoridades judiciales y administrativas, dentro de su ámbito de 
competencia, sin que su aplicación implique una violación al principio de audiencia ni una transgresión al 
principio de legalidad para quien agrede, pues su finalidad es preventiva y su alcance es estrictamente 
precautorio, es decir, su finalidad no es la imposición de sanciones ni la privación definitiva de bienes o 
derechos, sino la adopción de medidas de carácter precautorio y cautelar para prevenir actos de violencia y 
garantizar la seguridad de las víctimas. Las órdenes de protección constituyen herramientas de protección 
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fundamentadas en el interés superior de la víctima y en los principios de debida diligencia y estado de 
necesidad. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 437/2023. 30 de enero de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. 
Secretario: Édgar Salgado Peláez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de agosto de 2025 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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  II.1o.A.24 K (11a.) 
 
TENDEDEROS DE DENUNCIA. CONSTITUYEN UN MECANISMO DE VISIBILIZACIÓN DE LA VIOLENCIA DE 
GÉNERO Y EJERCICIO DE LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN. 
 
Hechos: Una persona particular reclamó una indemnización y la reparación de su imagen pública por 
responsabilidad patrimonial del Estado a la Universidad Autónoma Metropolitana (UAM), alegando daños por 
acoso, discriminación y difamación dentro de la comunidad universitaria. De manera previa, la universidad 
adoptó medidas de protección tras una denuncia penal por violencia sexual en su contra, presentada por una 
mujer estudiante, integrante de esa comunidad universitaria, lo que el reclamante consideró como represalia 
y discriminación. El reclamante promovió su propia denuncia penal, acusando a la denunciante y a diversas 
autoridades de la UAM de discriminación y hostigamiento. Ambas denuncias fueron analizadas por distintas 
instancias, y la fiscalía determinó el no ejercicio de la acción penal respecto a la denuncia presentada por el 
reclamante. 
 
Al no recibir respuesta a su reclamación patrimonial en el plazo legal, promovió un juicio ante el Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, impugnando la negativa ficta. En su defensa, la UAM argumentó que sus 
acciones se sustentaron en obligaciones de protección a víctimas de violencia de género y no configuraban 
una actividad administrativa irregular ni causaban un daño patrimonial directo. El Tribunal Colegiado resolvió 
que no se demostró la responsabilidad patrimonial del Estado, la cual exige la existencia de un daño real y 
directo derivado de una actividad irregular, por lo que negó la indemnización. Esta resolución fue impugnada 
en amparo directo. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que los “tendederos de denuncia” que se 
emplean o publican en los espacios privado y público, constituyen un mecanismo legítimo para visibilizar la 
violencia de género en ejercicio de la libertad de expresión. 
 
Justificación: El derecho a la libertad de expresión, reconocido en los artículos 6o. y 7o. de la Constitución 
Federal, así como en los tratados internacionales como la Declaración Universal de los Derechos Humanos y 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, protege la manifestación de ideas y denuncias sobre 
problemáticas sociales, como la violencia de género. Los tendederos de denuncia que se desarrollan o 
difunden en los espacios privado y público, han emergido como una herramienta colectiva mediante la cual, 
las víctimas de violencia sexual, acoso o discriminación pueden visibilizar sus experiencias en contextos donde 
las instituciones formales del Estado han sido ineficaces o han perpetuado la impunidad. Este mecanismo 
cobra relevancia ante las barreras institucionales que enfrentan las víctimas en el acceso a la justicia, pues 
muchas denuncias formales no son reconocidas o resultan en revictimización, lo que ha llevado a la búsqueda 
de alternativas de denuncia pública. Los tendederos de denuncia cumplen una función social fundamental al 
permitir: a) visibilizar la violencia de género que suele mantenerse en el ámbito privado o es minimizada por 
las estructuras institucionales; b) romper el silencio impuesto por el miedo, la vergüenza o la revictimización 
que enfrentan las personas al denunciar; c) crear conciencia colectiva sobre la magnitud del problema y 
fomentar el apoyo social a las víctimas; y d) presionar a las instituciones para que actúen con celeridad y 
justicia en los casos denunciados. 
 
Los tendederos de denuncia no constituyen, por sí mismos, una forma de violencia o afectación ilegítima de 
derechos, sino un mecanismo de expresión y resistencia que evidencia la omisión institucional y la falta de 
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garantías efectivas para el acceso a la justicia en casos de violencia de género. Si bien estos mecanismos han 
generado debate sobre su impacto y posibles consecuencias jurídicas, su propósito no es sancionar ni 
prejuzgar la responsabilidad de las personas señaladas, sino exponer la magnitud del problema y propiciar un 
cambio estructural en las instituciones. Como lo ha evidenciado el movimiento #MeToo, estos espacios 
permiten transformar la narrativa sobre la violencia de género y reflexionar en lo colectivo en cuanto a la 
incidencia de este flagelo social, a la necesidad de tomar acciones para una adecuada supervisión, así como 
obligar a las autoridades a tomar medidas para erradicarla. Los tendederos de denuncia son una manifestación 
legítima de la lucha contra la impunidad y la violencia de género, enmarcada en el derecho fundamental a la 
libertad de expresión. Su objetivo es romper el silencio, generar conciencia colectiva y exigir respuestas 
institucionales. Al evidenciar patrones estructurales de violencia y discriminación, su existencia se encuentra 
protegida constitucional y convencionalmente, de modo que su restricción injustificada podría constituir un 
acto de censura que vulneraría los derechos de quienes han sido víctimas de esa violencia de género. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 437/2023. 30 de enero de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. 
Secretario: Édgar Salgado Peláez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de agosto de 2025 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA II.1o.A.25 K (11a.) 
 
VIOLENCIA DE GÉNERO Y LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LAS CONTRADENUNCIAS Y ACCIONES LEGALES 
EMPRENDIDAS CONTRA LAS VÍCTIMAS PUEDEN CONSTITUIR MECANISMOS DE SILENCIAMIENTO Y 
REVICTIMIZACIÓN. 
 
Hechos: Una persona particular reclamó una indemnización y la reparación de su imagen pública por 
responsabilidad patrimonial del Estado a la Universidad Autónoma Metropolitana (UAM), alegando daños por 
acoso, discriminación y difamación dentro de la comunidad universitaria. De manera previa, la universidad 
adoptó medidas de protección tras una denuncia penal por violencia sexual en su contra, presentada por una 
mujer estudiante, integrante de esa comunidad universitaria, lo que el reclamante consideró como represalia 
y discriminación. El reclamante promovió su propia denuncia penal, acusando a la denunciante y a diversas 
autoridades de la UAM de discriminación y hostigamiento. Ambas denuncias fueron analizadas por distintas 
instancias, y la fiscalía determinó el no ejercicio de la acción penal respecto a la denuncia presentada por el 
reclamante. 
 
Al no recibir respuesta a su reclamación patrimonial en el plazo legal, promovió un juicio ante el Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, impugnando la negativa ficta. En su defensa, la UAM argumentó que sus 
acciones se sustentaron en obligaciones de protección a víctimas de violencia de género y no configuraban 
una actividad administrativa irregular ni causaban un daño patrimonial directo. El Tribunal Colegiado resolvió 
que no se demostró la responsabilidad patrimonial del Estado, la cual exige la existencia de un daño real y 
directo derivado de una actividad irregular, por lo que negó la indemnización. Esta resolución fue impugnada 
en amparo directo. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que las contradenuncias y acciones legales 
emprendidas contra las víctimas de violencia de género cuando denuncian una expresión de esa violencia en 
ejercicio de su libertad de expresión, pueden constituir mecanismos de silenciamiento y revictimización. 
 
Justificación: Los derechos a la manifestación y a la libertad de expresión, reconocidos en los artículos 6o. y 
7o. de la Constitución Federal, así como en tratados internacionales de derechos humanos, protegen el 
derecho a la denuncia de problemáticas sociales, incluyendo la violencia de género. En los últimos años, 
movimientos como #MeToo y los “tendederos de denuncia” han visibilizado las experiencias de las víctimas y 
han evidenciado la inacción institucional o bien, su negligencia o desinterés para actuar activamente en la 
protección de esas víctimas. Dicha visibilización ha generado respuestas contrarias por parte de los acusados, 
quienes recurren a estrategias legales para desacreditar y censurar a las víctimas mediante demandas por 
difamación o daño moral, buscando desincentivar la denuncia pública. 
 
En el análisis de casos donde se alegue discriminación o afectación a derechos de las personas acusadas, las 
autoridades deben considerar la asimetría de poder entre las partes, ya que las víctimas suelen enfrentar 
barreras económicas, sociales y legales, mientras que las personas acusadas pueden emplear recursos 
jurídicos para desgastar emocional y financieramente a quienes denuncian. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
 
Amparo directo 437/2023. 30 de enero de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. 
Secretario: Édgar Salgado Peláez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de agosto de 2025 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA 1a. LV/2025 (11a.) 
 
JURISDICCIÓN INDÍGENA. IMPLICA UN SISTEMA DE JUSTICIA ESPECIALIZADO QUE COMPLEMENTA LA 
JUSTICIA ORDINARIA, PERO ESTO NO SIGNIFICA QUE LA SUPLANTE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE OAXACA). 
 
Hechos: Un campesino fue sentenciado en un procedimiento penal abreviado por resistirse a las autoridades 
policiales, así como ocasionar la muerte y lesión de varias personas en un enfrentamiento armado. Dicha 
sentencia nunca fue apelada. 
 
Después de varios años, el campesino solicitó a la Sala de Justicia Indígena de Oaxaca la revisión de violaciones 
a sus derechos humanos ocurridas durante el proceso penal. Sin embargo, dicha Sala consideró que no tenía 
competencia para conocer del caso, en virtud de que sólo podía validar o invalidar las decisiones adoptadas 
por las autoridades de comunidades o pueblos indígenas en uso de sus sistemas normativos, conforme al 
artículo 23, fracción V, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Oaxaca. 
 
En desacuerdo con la determinación, el campesino presentó un juicio de amparo, en el que reclamó la 
inconstitucionalidad del precepto legal mencionado por considerar que le impedía acceder plenamente a la 
justicia a las personas indígenas. El Tribunal Colegiado del conocimiento, le negó la protección constitucional. 
Inconforme, el quejoso presentó un recurso de revisión, en el cual insistió en que la norma local no se ajustaba 
a la Constitución Política del país. 
 
Criterio jurídico: El artículo 23, fracción V, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Oaxaca regula 
una vía legal, a través de la Sala de Justicia Indígena local, para combatir las resoluciones emitidas por 
autoridades del fuero indígena ante conflictos relacionados con la aplicación de sus usos, normas tradicionales 
y prácticas consuetudinarias. Por ello, la existencia de dicho órgano jurisdiccional especializado complementa 
y refuerza la tutela judicial efectiva en favor de las personas indígenas, lo cual no se traduce en que deba 
conocer sobre cualquier controversia en la que participen para garantizar el derecho de acceso a la plena 
jurisdicción del Estado, pues existen otros mecanismos legales expeditos que permiten la revisión de 
resoluciones, actos u omisiones derivados de procedimientos seguidos ante la justicia ordinaria. 
 
Justificación: El artículo 2o., apartado A, fracción XI, de nuestro texto constitucional prevé el derecho de 
acceso a la jurisdicción del Estado, el cual busca remover las barreras históricas que podrían impedir que las 
personas, pueblos y comunidades indígenas o afromexicanas obtengan justicia de los tribunales federales y 
de las entidades federativas que forman parte de la jurisdicción ordinaria, mediante la consideración de su 
lengua, costumbres y particularidades culturales en cualquier procedimiento legal. 
 
Por su parte, el artículo 23, fracción V, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Oaxaca, brinda 
certidumbre jurídica sobre los supuestos que permiten la intervención de la Sala de Justicia Indígena en un 
caso, como lo es el análisis de las determinaciones derivadas de un procedimiento ventilado en la jurisdicción 
ordinaria, es decir, aquellas decisiones adoptadas por autoridades comunitarias al aplicar sus normas, usos y 
costumbres indígenas. 
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Precisado lo anterior, la norma que regula la competencia de la Sala de Justicia Indígena no interfiere con la 
posibilidad de que los reclamos o asuntos de las personas, pueblos o comunidades indígenas que no se 
relacionan con sus sistemas normativos o autoridades internas puedan ser conocidos por otros tribunales del 
Estado mexicano, quienes cuentan con el deber de juzgar con perspectiva intercultural para proveer acceso a 
la justicia de forma sensible, integral y culturalmente adecuada. 
 
Asimismo, la Primera Sala advierte que el artículo 23, fracción V, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del 
Estado de Oaxaca, conlleva el reconocimiento de la jurisdicción indígena y su coexistencia armónica con la 
jurisdicción ordinaria, con lo que se evita tanto la imposición de una visión única que atente contra la 
diversidad cultural y étnica del orden jurídico mexicano, como la instauración de obstáculos que impidan 
controvertir determinaciones provenientes de autoridades indígenas. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 156/2025. 28 de mayo de 2025. Mayoría de cuatro votos de las Ministras y los Ministros Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat 
y Loretta Ortiz Ahlf. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto particular. Ponente: Ana Margarita Ríos 
Farjat. Secretariado: Jonathan Santacruz Morales y Monserrat Jacqueline Cámara Santos. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de agosto de 2025 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA II.2o.C.8 K (11a.) 
 
INTELIGENCIA ARTIFICIAL APLICADA EN PROCESOS JURISDICCIONALES. CONSTITUYE UNA HERRAMIENTA 
VÁLIDA PARA CALCULAR EL MONTO DE LAS GARANTÍAS QUE SE FIJEN EN LOS JUICIOS DE AMPARO. 
 
Hechos: Las albaceas de una sucesión a bienes, en calidad de terceros extraños a juicio, promovieron amparo 
indirecto para defender dos lotes de terreno que aseguran forman parte de la masa hereditaria. Solicitaron la 
inscripción de la demanda en los folios reales de los inmuebles, lo que motivó que el Juzgado de Distrito fijara 
una garantía. Las albaceas interpusieron recurso de queja para impugnar el monto de dicha garantía al 
considerar que su determinación carecía de parámetros objetivos. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que las herramientas de inteligencia artificial 
pueden emplearse válidamente en procesos jurisdiccionales para calcular el monto de las garantías que se 
fijen en los juicios de amparo, en el entendido de que su utilización no sustituye la labor de las personas 
juzgadoras, sino que facilitan y eficientizan la administración de justicia. 
 
Justificación: Ante el avance de las nuevas tecnologías y las tendencias emergentes de justicia digital, la 
inteligencia artificial es una herramienta innovadora que puede incorporarse a los procesos para facilitar el 
razonamiento numérico dentro de labores jurisdiccionales. 
 
La jurisprudencia exige parámetros para calcular las garantías que deben fijarse en los juicios de amparo, lo 
que exige operaciones como la actualización de valores, la aplicación de tasas de interés y la ponderación de 
lapsos procesales. Estas actividades, aunque necesarias para la motivación de una resolución judicial, no 
forman parte del núcleo decisorio jurisdiccional, sino que constituyen labores auxiliares susceptibles de apoyo 
tecnológico. 
 
El uso de herramientas de inteligencia artificial en estos casos se justifica porque permite: a) reducir errores 
humanos en dichos cálculos; b) dar transparencia y trazabilidad al exponer cómo se obtiene el resultado paso 
a paso; c) generar consistencia y estandarización en los precedentes y en la fijación de los montos de las 
garantías; y d) mejorar la eficiencia procesal, al liberar tiempo para el análisis sustantivo del caso y facilitar la 
motivación de las decisiones judiciales. 
 
Este mecanismo, recomendable desde una visión institucional de los tribunales que adoptan mejores prácticas 
para la administración de justicia, permite a las personas juzgadoras obtener datos auditables que muestran 
de manera transparente cómo se cuantifica una garantía. De esta forma se preserva el núcleo esencial de la 
función jurisdiccional, a la vez que se refuerza la motivación y transparencia del fallo, en consonancia con un 
principio de justicia digital y los estándares de motivación previstos en el artículo 16 de la Constitución Federal. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Queja 212/2025. 29 de julio de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Jaime González Varas. Secretario: Juan Carlos 
Guerra Álvarez. 
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Esta tesis se publicó el viernes 22 de agosto de 2025 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA II.2o.C.9 K (11a.) 
 
INTELIGENCIA ARTIFICIAL APLICADA EN PROCESOS JURISDICCIONALES. ELEMENTOS MÍNIMOS QUE DEBEN 
OBSERVARSE PARA SU USO ÉTICO Y RESPONSABLE CON PERSPECTIVA DE DERECHOS HUMANOS. 
 
Hechos: En el marco de un recurso de queja interpuesto contra la decisión de un Juzgado de Distrito en un 
juicio de amparo indirecto, este Tribunal Colegiado de Circuito empleó herramientas de inteligencia artificial 
para calcular el monto de una garantía vinculada con la inscripción de la demanda en los folios reales de los 
inmuebles reclamados. Al tratarse de una práctica innovadora en procesos jurisdiccionales resultó necesario, 
bajo un ejercicio de autocontención, definir los parámetros para la aplicación ética y responsable de la 
inteligencia artificial. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la utilización de herramientas de 
inteligencia artificial en procesos jurisdiccionales con una perspectiva de derechos humanos, ética y 
responsable, exige que las personas juzgadoras observen como elementos mínimos los principios de: a) 
proporcionalidad e inocuidad; b) protección de datos personales; c) transparencia y explicabilidad; y d) 
supervisión y decisión humanas. 
 
Justificación: Ante la ausencia de regulación específica para el uso de herramientas de inteligencia artificial 
las personas juzgadoras deben hacer un ejercicio de autocontención adoptando lineamientos para su 
aplicación responsable con perspectiva de derechos humanos. 
 
Para ello pueden tomar como referencia los esfuerzos de regulación a nivel internacional, como las Directrices 
Éticas para una Inteligencia Artificial Fiable del Grupo de expertos de alto nivel sobre inteligencia artificial 
creado por la Comisión Europea; el Reglamento del Parlamento Europeo del Consejo por el que se establecen 
normas armonizadas en materia de inteligencia artificial; y la Recomendación sobre la ética de la inteligencia 
artificial de la UNESCO y sus principios éticos. 
 
Dichas referencias permiten adoptar mejores prácticas para la administración de justicia al introducir 
innovación tecnológica para una gobernanza administrativa judicial, preservando el núcleo de la función 
jurisdiccional sin afectar los derechos procesales de las partes. 
 
Para ello, cuando utilicen herramientas de inteligencia artificial las personas juzgadoras deben cumplir con los 
siguientes elementos mínimos: a) la proporcionalidad e inocuidad exige que las herramientas de inteligencia 
artificial se utilicen únicamente en la medida necesaria y adecuada para alcanzar un fin legítimo, como por 
ejemplo, facilitar razonamientos numéricos sin que se alcance al razonamiento jurídico en la interpretación o 
aplicación de las normas; b) deben emplearlas de manera que no se comprometa la protección de datos del 
expediente judicial; c) la transparencia y explicabilidad imponen que la persona juzgadora no sólo informe 
que utiliza herramientas de inteligencia artificial, sino que exponga la metodología, los datos empleados y la 
forma en que se arribó al resultado, a fin de permitir que el procedimiento sea auditado y comprendido por 
las partes y órganos revisores; y d) la supervisión y la decisión humanas aseguran que la tecnología opere 
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como auxiliar y no como sustituto, manteniendo la deliberación y decisión en el ámbito estrictamente 
jurisdiccional. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Queja 212/2025. 29 de julio de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Jaime González Varas. Secretario: Juan Carlos 
Guerra Álvarez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de agosto de 2025 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA I.2o.T.47 L (11a.) 
 
NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES. SU PARTICIPACIÓN DIRECTA EN EL JUICIO LABORAL EN LOS CASOS QUE 
INVOLUCREN EL CESE DE TRABAJADORES POR PRESUNTAS AGRESIONES SEXUALES CONTRA AQUÉLLOS. 
 
Hechos: La madre de una niña informó a la directora de la escuela donde estudiaba su hija que ésta le narró 
que su maestro la había tocado debajo de su ropa interior. La Secretaría de Educación Pública (SEP) levantó el 
acta administrativa correspondiente y demandó la autorización para dar por terminados los efectos del 
nombramiento del profesor. La Sala del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje determinó no autorizar la 
terminación del nombramiento porque la SEP no acreditó su acción, pues el acta administrativa que ofreció 
en juicio no fue ratificada por todos sus firmantes. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que en los juicios laborales que involucren el 
cese de un trabajador por presuntas agresiones sexuales a un infante, los tribunales deben valorar de manera 
adecuada y sensible y, en consecuencia, fundar suficientemente la necesidad de la participación de las niñas, 
niños y adolescentes en el proceso, conforme al principio de participación informada, libre y voluntaria, y con 
la debida protección para evitar la revictimización. 
 
Justificación: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 68/2022 
(11a.), de rubro: "DERECHO DE LOS MENORES DE EDAD A PARTICIPAR EN LOS PROCEDIMIENTOS 
JURISDICCIONALES QUE AFECTEN SU ESFERA JURÍDICA. DEBE EJERCERSE DE MANERA DIRECTA ANTE EL 
JUZGADOR, POR LO QUE NO PUEDE CONSIDERARSE SATISFECHO CUANDO OCURRA DE FORMA INDIRECTA.", 
determinó que el derecho de las niñas, niños y adolescentes a ser escuchados en los procedimientos que 
afecten su esfera jurídica, establecido en el artículo 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño, no es 
irrestricto, pues la persona juzgadora, de manera fundada y motivada puede determinar una excepción a su 
ejercicio. Así, conforme a los parámetros y lineamientos establecidos por la Suprema Corte en el Protocolo 
para Juzgar con Perspectiva de Infancia y Adolescencia, las niñas, niños y adolescentes deben ser informados 
sobre su participación, externar su voluntad de hacerlo, encontrarse asistidos por un especialista en temas de 
infancia, así como por un representante que no constituya un conflicto de intereses, e incluso, por una persona 
de su confianza. Bajo esa lógica, para contribuir con el desarrollo efectivo del proceso, especialmente cuando 
no existan testigos de la violencia sexual, los tribunales laborales deben priorizar la participación de las niñas, 
niños o adolescentes conforme a los principios enunciados, evitando que se realice en contra de su voluntad, 
respetando sus opiniones y con la especial protección que requieren. Para ello, deberán valorar de manera 
adecuada y sensible, y –en consecuencia– fundar suficientemente la necesidad de que el infante 
presuntamente agredido participe en el proceso con la intención fundamental de evitar su revictimización. En 
especial, si a partir del material probatorio del que la autoridad responsable se allegue, y el que deba recabar 
de oficio, puede alcanzar una convicción aceptable sobre los hechos que motivaron la separación del 
trabajador. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Amparo directo 233/2024. Secretaría de Educación Pública. 29 de mayo de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: María 
Guadalupe Adriana Ortega Ortiz. Secretaria: Tanya Guadalupe Velázquez Díaz. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 68/2022 (11a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 10 de junio de 2022 a las 10:16 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, 
Libro 14, Tomo V, junio de 2022, página 4331, con número de registro digital: 2024783. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de agosto de 2025 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA II.1o.A.34 A (11a.) 
 
CONFLICTOS POR VIOLENCIA DE GÉNERO EN LA UNIVERSIDAD NACIONAL AUTÓNOMA DE MÉXICO. EL 
PROCEDIMIENTO ALTERNATIVO PARA SOLUCIONARLOS CONSTITUYE UNA VÍA DE JUSTICIA RESTAURATIVA 
QUE CONTRIBUYE AL RESTABLECIMIENTO DEL TEJIDO SOCIAL. 
 
Hechos: Una alumna de la Universidad Nacional Autónoma de México denunció ante las autoridades de esa 
institución actos de acoso por parte de un compañero hacia ella y otras alumnas, a través de mensajes en 
WhatsApp y Facebook. Aunque inicialmente no solicitó una sanción propuso cinco medidas de naturaleza 
restaurativa para garantizar entornos seguros, siendo la separación o destitución una medida excepcional. La 
Defensoría de Derechos Humanos, sin explicar a la víctima la naturaleza de los alcances y los efectos de los 
procedimientos alternativo –de corte restaurativo– y formal –de enfoque retributivo– y el derecho que ésta 
tiene para elegir qué tipo de procedimiento seguir, abrió una queja contra el presunto agresor, quien rindió 
declaración sin asistencia legal. El director de la facultad le impuso una suspensión provisional de seis meses 
y remitió el caso al Tribunal Universitario, el cual determinó la responsabilidad del alumno por "violencia de 
género en la modalidad de acoso y violencia psicológica" y ratificó la sanción. El sancionado recurrió a la 
Comisión de Honor del Consejo Universitario, la que confirmó la resolución. En amparo indirecto el alumno 
argumentó la violación a su derecho de defensa por la falta de asistencia legal durante su primera declaración. 
El Juzgado de Distrito otorgó el amparo para que se repusiera el procedimiento, sin tomar en cuenta los 
derechos de la víctima. La Universidad interpuso recurso de revisión y alegó que el caso no fue examinado con 
perspectiva de género. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que las personas que integran la comunidad 
universitaria, afectadas por violencia de género dentro de la Universidad Nacional Autónoma de México, 
pueden optar por un procedimiento alternativo de justicia restaurativa antes de iniciar el procedimiento 
formal, lo cual favorece la recomposición del tejido social. 
 
Justificación: La existencia de un procedimiento alternativo se justifica en los valores y principios de la justicia 
restaurativa, que promueven un diálogo equitativo, constructivo y respetuoso entre las personas involucradas 
en una situación en la que se generó un daño y que participan de manera voluntaria. Este tipo de prácticas 
permite que las personas que vivieron algún tipo de violencia tengan la libertad de expresar cómo se sintieron, 
cómo la conducta afectó su desarrollo personal, académico o laboral, y cuáles serían los caminos que se 
podrían tomar para restaurar el daño causado. Por otra parte, las personas que cometieron la conducta tienen 
la oportunidad de ser conscientes de la afectación causada, responsabilizarse por ello, reconocer el daño 
originado y atender las necesidades requeridas por la víctima para restaurarlo. La justicia restaurativa no se 
queda en el binomio persona víctima-persona presunta agresora, sino que va más allá. Se encarga de 
involucrar a la comunidad en la que se desenvuelven las personas que se encuentran en una situación de 
violencia. En este tipo de procedimientos la comunidad asume un doble papel: 1) receptora del daño 
ocasionado, y 2) ser un agente responsable. Esto último debido a que existen fuertes lazos sociales entre 
quienes integran la comunidad, pues sin ella no podría restaurarse de fondo el daño causado. Por tanto, la 
justicia restaurativa constituye un enfoque que, basado en una actitud de colaboración y esfuerzo compartido, 
busca restablecer la paz entre las personas implicadas y la comunidad, logrando la recomposición del tejido 
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social para crear mejores condiciones de vida y grandes aportaciones a las personas interesadas en buscar 
una mejor forma de impartir justicia. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 780/2022. Comisión de Honor del Consejo Universitario de la Universidad Nacional Autónoma de 
México. 29 de junio de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. Secretario: Édgar 
Salgado Peláez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de septiembre de 2025 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA II.1o.A.35 A (11a.) 
 
CONFLICTOS POR VIOLENCIA DE GÉNERO EN LA UNIVERSIDAD NACIONAL AUTÓNOMA DE MÉXICO. 
EXCEPCIONES EN LA TRAMITACIÓN Y APLICACIÓN DEL PROCEDIMIENTO ALTERNATIVO. 
 
Hechos: Una alumna de la Universidad Nacional Autónoma de México denunció ante las autoridades de esa 
institución actos de acoso por parte de un compañero hacia ella y otras alumnas, a través de mensajes en 
WhatsApp y Facebook. Aunque inicialmente no solicitó una sanción propuso cinco medidas de naturaleza 
restaurativa para garantizar entornos seguros, siendo la separación o destitución una medida excepcional. La 
Defensoría de Derechos Humanos, sin explicar a la víctima la naturaleza de los alcances y los efectos de los 
procedimientos alternativo –de corte restaurativo– y formal –de enfoque retributivo– y el derecho que ésta 
tiene para elegir qué tipo de procedimiento seguir, abrió una queja contra el presunto agresor, quien rindió 
declaración sin asistencia legal. El director de la facultad le impuso una suspensión provisional de seis meses 
y remitió el caso al Tribunal Universitario, el cual determinó la responsabilidad del alumno por "violencia de 
género en la modalidad de acoso y violencia psicológica" y ratificó la sanción. El sancionado recurrió a la 
Comisión de Honor del Consejo Universitario, la que confirmó la resolución. En amparo indirecto el alumno 
argumentó la violación a su derecho de defensa por la falta de asistencia legal durante su primera declaración. 
El Juzgado de Distrito otorgó el amparo para que se repusiera el procedimiento, sin tomar en cuenta los 
derechos de la víctima. La Universidad interpuso recurso de revisión y alegó que el caso no fue examinado con 
perspectiva de género. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que en los conflictos por violencia de género 
en la Universidad Nacional Autónoma de México no es viable tramitar y aplicar el procedimiento alternativo 
con enfoque restaurativo, si no concurren condiciones de igualdad entre las partes involucradas. 
 
Justificación: No siempre es factible tramitar y aplicar un mecanismo alternativo de solución de conflictos 
relacionados con violencia de género si no existen condiciones de igualdad para participar. Algunos supuestos 
en que esto no es factible son: I) si existió violencia física; II) si se trató de aproximaciones sexuales con 
personas infantes; III) si se presentaron problemas similares previamente con la persona acusada de ejercer 
la violencia; IV) si los incidentes van en escala; V) si se trata de hechos que podrían configurar delitos que se 
persiguen de oficio; VI) si una valoración psicológica muestra que la integridad de la víctima podría tener un 
efecto negativo o riesgo; o VII) si no existe posibilidad de participar en un diálogo respetuoso y constructivo. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 780/2022. Comisión de Honor del Consejo Universitario de la Universidad Nacional Autónoma de 
México. 29 de junio de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. Secretario: Édgar 
Salgado Peláez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de septiembre de 2025 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
 
 
 



  
 

    
   
   
 
 

 
Rectoría 

Dirección de Asuntos Jurídicos 
Jefatura de Asuntos Constitucionales y Normativa Universitaria 

 
295 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA II.1o.A.32 A (11a.) 
 
CONFLICTOS POR VIOLENCIA DE GÉNERO EN LA UNIVERSIDAD NACIONAL AUTÓNOMA DE MÉXICO. 
PROCEDIMIENTOS FORMAL Y ALTERNATIVO PARA RESOLVERLOS. 
 
Hechos: Una alumna de la Universidad Nacional Autónoma de México denunció ante las autoridades de esa 
institución actos de acoso por parte de un compañero hacia ella y otras alumnas, a través de mensajes en 
WhatsApp y Facebook. Aunque inicialmente no solicitó una sanción propuso cinco medidas de naturaleza 
restaurativa para garantizar entornos seguros, siendo la separación o destitución una medida excepcional. La 
Defensoría de Derechos Humanos, sin explicar a la víctima la naturaleza de los alcances y los efectos de los 
procedimientos alternativo –de corte restaurativo– y formal –de enfoque retributivo– y el derecho que ésta 
tiene para elegir qué tipo de procedimiento seguir, abrió una queja contra el presunto agresor, quien rindió 
declaración sin asistencia legal. El director de la facultad le impuso una suspensión provisional de seis meses 
y remitió el caso al Tribunal Universitario, el cual determinó la responsabilidad del alumno por "violencia de 
género en la modalidad de acoso y violencia psicológica" y ratificó la sanción. El sancionado recurrió a la 
Comisión de Honor del Consejo Universitario, la que confirmó la resolución. En amparo indirecto el alumno 
argumentó la violación a su derecho de defensa por la falta de asistencia legal durante su primera declaración. 
El Juzgado de Distrito otorgó el amparo para que se repusiera el procedimiento, sin tomar en cuenta los 
derechos de la víctima. La Universidad interpuso recurso de revisión y alegó que el caso no fue examinado con 
perspectiva de género. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que para resolver conflictos por violencia de 
género en la Universidad Nacional Autónoma de México, se cuenta con el procedimiento formal, de corte 
retributivo y el alternativo, de naturaleza restaurativa. 
 
Justificación: El procedimiento formal se sustancia ante el Tribunal Universitario, que tiene competencia para 
conocer exclusivamente de las faltas a la legislación universitaria presuntamente cometidas por el personal 
académico y el alumnado. Dictará sus resoluciones oyendo previamente a la persona considerada como 
presunta infractora, en la forma y términos establecidos en su reglamento y en el de la Comisión de Honor. 
Dichas resoluciones serán revisadas por la Comisión de Honor, a solicitud de quien resulte parte interesada. 
De estimar que hay elementos suficientes se impondrá una sanción sin atender propiamente a las víctimas, 
es decir, el procedimiento tiene una naturaleza retributiva. 
 
En algunos casos de violencia de género, existe la posibilidad de llevar a cabo de manera independiente o 
paralela, antes de iniciar el procedimiento formal, un procedimiento alternativo, como una opción alterna de 
resolver la controversia mediante un mecanismo de justicia restaurativa. En el modelo retributivo es común 
que la víctima sea siempre la que pierde, incluso después de que se dicte una resolución condenatoria o 
absolutoria para la persona victimaria, toda vez que el estigma como persona transgresora de la ley puede 
alcanzar a la víctima y acompañarla por mucho tiempo. En cambio, la justicia restaurativa implica, por un lado, 
que el agresor reconozca la afectación o daño causado a las víctimas y, por otro, reivindica el protagonismo 
de estas últimas, involucradas en un contexto social y de normas establecidas, al tener una finalidad 
reparadora, participativa, terapéutica, reconstructiva, restitutiva, victimal y recreadora. Así, la justicia 
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restaurativa se relaciona con programas que buscan responder ante la insatisfacción de las víctimas con el 
sistema de justicia tradicional. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 780/2022. Comisión de Honor del Consejo Universitario de la Universidad Nacional Autónoma de 
México. 29 de junio de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. Secretario: Édgar 
Salgado Peláez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de septiembre de 2025 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA II.1o.A.36 A (11a.) 
 
DERECHO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA. INTEGRACIÓN DE LA PERSPECTIVA DE GÉNERO 
EN LOS PLANES Y PROGRAMAS DE ESTUDIO EN LA UNIVERSIDAD NACIONAL AUTÓNOMA DE MÉXICO. 
 
Hechos: Una alumna de la Universidad Nacional Autónoma de México denunció ante las autoridades de esa 
institución actos de acoso por parte de un compañero hacia ella y otras alumnas, a través de mensajes en 
WhatsApp y Facebook. Aunque inicialmente no solicitó una sanción propuso cinco medidas de naturaleza 
restaurativa para garantizar entornos seguros, siendo la separación o destitución una medida excepcional. La 
Defensoría de Derechos Humanos, sin explicar a la víctima la naturaleza de los alcances y los efectos de los 
procedimientos alternativo –de corte restaurativo– y formal –de enfoque retributivo– y el derecho que ésta 
tiene para elegir qué tipo de procedimiento seguir, abrió una queja contra el presunto agresor, quien rindió 
declaración sin asistencia legal. El director de la facultad le impuso una suspensión provisional de seis meses 
y remitió el caso al Tribunal Universitario, el cual determinó la responsabilidad del alumno por "violencia de 
género en la modalidad de acoso y violencia psicológica" y ratificó la sanción. El sancionado recurrió a la 
Comisión de Honor del Consejo Universitario, la que confirmó la resolución. En amparo indirecto el alumno 
argumentó la violación a su derecho de defensa por la falta de asistencia legal durante su primera declaración. 
El Juzgado de Distrito otorgó el amparo para que se repusiera el procedimiento, sin tomar en cuenta los 
derechos de la víctima. La Universidad interpuso recurso de revisión y alegó que el caso no fue examinado con 
perspectiva de género. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que atento al derecho de las mujeres a una 
vida libre de violencia, la Universidad Nacional Autónoma de México tiene la obligación de elaborar planes y 
programas de estudio con perspectiva de género y un enfoque integral, a efecto de crear condiciones 
preventivas eficaces para erradicar la violencia de género y garantizar espacios universitarios seguros y libres 
de violencia. 
 
Justificación: El derecho de las mujeres a una vida libre de violencia reconocido por los artículos 3 y 4 de la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer "Convención de 
Belém Do Pará", implica realizar acciones de "previsión social" fundamentadas en el respeto al derecho 
humano de la mujer para vivir sin violencia física, sexual o psicológica en la sociedad, pues la violencia contra 
ellas impide y anula el ejercicio de sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales. 
 
Así, si derivado de un análisis del contexto objetivo se advierte que un plantel escolar se encuentra en una 
entidad federativa que estadísticamente presenta mayor violencia contra la mujer y los datos confirman que 
su propia comunidad no es ajena a este problema, deben gestionarse acciones y condiciones preventivas para 
garantizar espacios seguros y libres de violencia. De presentarse ésta (como medida reactiva), los órganos 
creados ex profeso para atenderla deben constituir mecanismos óptimos de protección para que antes, 
durante y después de iniciados los procedimientos se erijan como un verdadero mecanismo de reparación. 
De conformidad con la Recomendación general número 19 sobre "La violencia contra la mujer" del Comité 
para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (Comité de la CEDAW, por sus siglas en inglés) y el 
artículo 8 de la Convención Interamericana referida, la Universidad debe emprender las acciones necesarias 



  
 

    
   
   
 
 

 
Rectoría 

Dirección de Asuntos Jurídicos 
Jefatura de Asuntos Constitucionales y Normativa Universitaria 

 
298 

para alcanzar ese fin, tales como: 1) desarrollar políticas públicas, 2) identificar los principales problemas, y 3) 
difundir este derecho y temáticas relacionadas, entre otras. Esto es, el deber general de protección se traduce 
en medidas concretas orientadas a identificar, prevenir, tratar, reaccionar y sancionar las expresiones de 
violencia de género. 
 
De acuerdo con los artículos 4, incisos c) y d), y 5, numeral 1, de la Declaración de las Naciones Unidas sobre 
educación y formación en materia de derechos humanos; 10 de la Convención sobre la Eliminación de Todas 
las Formas de Discriminación contra la Mujer; 8, apartado b, de la Convención Interamericana aludida; 3o., 
párrafo undécimo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción X, de la Ley 
General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, y 45, fracciones I y II, de la Ley General de Acceso de las 
Mujeres a una Vida Libre de Violencia, la Universidad debe elaborar sus planes y programas de estudio con 
perspectiva de género y un enfoque integral, como mecanismo de transversalización, en sus más importantes 
tareas sustantivas, como la docencia y la construcción del conocimiento. De ahí que para garantizar espacios 
libres de violencia debe incorporar la perspectiva de género en los planes y programas de estudio en todos 
los niveles, lo que favorece el desarrollo de capacidades profesionales que fortalecerán el perfil de egreso de 
las y los futuros profesionistas, donde se tenga conciencia de que el respeto a los derechos humanos es uno 
de los pilares fundamentales de toda sociedad democrática e incluyente. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 780/2022. Comisión de Honor del Consejo Universitario de la Universidad Nacional Autónoma de 
México. 29 de junio de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. Secretario: Édgar 
Salgado Peláez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de septiembre de 2025 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA II.1o.A.33 A (11a.) 
 
JUSTICIA RESTAURATIVA EN LA UNIVERSIDAD NACIONAL AUTÓNOMA DE MÉXICO. CONSTITUYE UN 
CAMBIO DE PARADIGMA EN LA RESOLUCIÓN DE CONFLICTOS POR VIOLENCIA DE GÉNERO. 
 
Hechos: Una alumna de la Universidad Nacional Autónoma de México denunció ante las autoridades de esa 
institución actos de acoso por parte de un compañero hacia ella y otras alumnas, a través de mensajes en 
WhatsApp y Facebook. Aunque inicialmente no solicitó una sanción propuso cinco medidas de naturaleza 
restaurativa para garantizar entornos seguros, siendo la separación o destitución una medida excepcional. La 
Defensoría de Derechos Humanos, sin explicar a la víctima la naturaleza de los alcances y los efectos de los 
procedimientos alternativo –de corte restaurativo– y formal –de enfoque retributivo– y el derecho que ésta 
tiene para elegir qué tipo de procedimiento seguir, abrió una queja contra el presunto agresor, quien rindió 
declaración sin asistencia legal. El director de la facultad le impuso una suspensión provisional de seis meses 
y remitió el caso al Tribunal Universitario, el cual determinó la responsabilidad del alumno por "violencia de 
género en la modalidad de acoso y violencia psicológica" y ratificó la sanción. El sancionado recurrió a la 
Comisión de Honor del Consejo Universitario, la que confirmó la resolución. En amparo indirecto el alumno 
argumentó la violación a su derecho de defensa por la falta de asistencia legal durante su primera declaración. 
El Juzgado de Distrito otorgó el amparo para que se repusiera el procedimiento, sin tomar en cuenta los 
derechos de la víctima. La Universidad interpuso recurso de revisión y alegó que el caso no fue examinado con 
perspectiva de género. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la justicia restaurativa para resolver 
conflictos por violencia de género en la Universidad Nacional Autónoma de México enfatiza la reparación del 
daño y promueve un proceso que involucra no sólo a la víctima y al agresor, sino también a la comunidad 
afectada. 
 
Justificación: La justicia restaurativa promueve el diálogo voluntario, equitativo, constructivo y respetuoso 
entre las personas involucradas en una situación en la que existió un daño. Este movimiento se enfoca más 
en los daños provocados por una conducta tanto en las víctimas y las comunidades, como en las personas 
ofensoras. Su finalidad es que la presunta persona ofensora y la víctima logren un acuerdo sobre la mejor 
manera de reparar el daño causado, o bien, que se realicen prácticas restaurativas individuales para atender 
las necesidades específicas de las personas involucradas. Es decir, su propósito es ir más allá de las sanciones 
tradicionales del sistema de justicia retributivo –que se centra en el castigo y la responsabilidad– para ofrecer 
una vía que permita la reparación del daño, la participación de las partes y el restablecimiento del equilibrio 
social. 
 
Este tipo de justicia cumple con el mandato establecido en el quinto párrafo del artículo 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, que busca garantizar mecanismos alternativos de solución de 
controversias. Fomenta una participación más activa de la población para encontrar otras formas de 
relacionarse entre sí, en donde se privilegie la responsabilidad personal, el respeto a la otra persona y el uso 
de la negociación y la comunicación para el desarrollo colectivo. La adopción de la justicia restaurativa, por 
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encima de la represiva o retributiva, tiene por efecto que en la investigación, persecución y sanción de ilícitos, 
el Estado se centre en lo que realmente afecta a la sociedad. 

 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 780/2022. Comisión de Honor del Consejo Universitario de la Universidad Nacional Autónoma de 
México. 29 de junio de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. Secretario: Édgar 
Salgado Peláez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de septiembre de 2025 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA II.1o.A.39 K (11a.) 
 
DISCULPA PÚBLICA COMO MEDIDA DE REPARACIÓN POR ACTOS DE VIOLENCIA DE GÉNERO Y 
DISCRIMINACIÓN. NATURALEZA, FINALIDAD Y CONTENIDO MÍNIMO. 
 
Hechos: Una Jueza de Control y Tribunal de Enjuiciamiento del Poder Judicial del Estado de México promovió 
amparo indirecto contra el oficio del Consejo de la Judicatura mediante el que se resolvió no ratificarla en 
dicho cargo. Estimó que había sido discriminada por ser mujer, pues el Consejo ocultó y alteró información 
que le favorecía para su eventual ratificación. El Juzgado de Distrito concedió la protección constitucional 
porque la autoridad responsable no atendió la totalidad de los elementos disponibles para resolver, pues 
desatendió evaluaciones favorables, visitas de supervisión positivas y consideró procedimientos 
administrativos disciplinarios relacionados con cargos previos o sin sanción. Contra dicha resolución la parte 
quejosa interpuso recurso de revisión. Argumentó que el órgano jurisdiccional no analizó el concepto de 
violación relativo a la violación a los derechos a la igualdad y a la no discriminación, además de que no juzgó 
con perspectiva de género. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que ante actos de violencia de género y 
discriminación, la disculpa pública constituye una medida de satisfacción cuyo objeto es reintegrar la dignidad 
de la víctima, prevenir la repetición de futuras violaciones y transformar patrones culturales discriminatorios. 
Debe cumplir con los estándares mínimos de reconocimiento estatal, identificación de la víctima, aceptación 
de los hechos y violaciones, realización en ceremonia pública y en el idioma en el que sea factible su 
comprensión. 
 
Justificación: La disculpa pública es reconocida como una medida de satisfacción conforme a la jurisprudencia 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, cuyo objetivo es reintegrar la dignidad de las víctimas, 
transmitir un mensaje de reprobación oficial hacia las violaciones cometidas y prevenir su repetición. 
 
Su contenido mínimo debe considerar: 1) el reconocimiento de la responsabilidad del Estado por las 
violaciones graves a derechos humanos; 2) la indicación de que se hace en desagravio directo de la víctima, 
mencionando su nombre y apellido, respetando la reserva de identidad en caso de solicitarse; 3) la aceptación 
de los hechos y las violaciones cometidas; 4) la realización de una ceremonia pública con la presencia de las 
autoridades de más alto rango; y 5) la ejecución en un idioma que garantice la comprensión de la víctima. 
 
Esta medida tiene como finalidad central reestablecer el valor humano, la dignidad y la autoestima de quien 
sufrió abusos, promoviendo su reconciliación con la sociedad. Genera un impacto transformador, al contribuir 
al cambio de patrones culturales que perpetúan la violencia de género y la discriminación en las instituciones 
judiciales. Asimismo, marca un punto de inflexión en el respeto a la imagen y reputación de la víctima, 
humanizando su experiencia y brindando un reconocimiento explícito de las afectaciones sufridas. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
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Amparo en revisión 97/2023. Juana Dávila Flores y otros. 23 de noviembre de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Julia 
María del Carmen García González. Secretario: Édgar Salgado Peláez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de septiembre de 2025 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 


